CADUCIDAD – Límite temporal 
Por razones de seguridad jurídica, eficiencia y economía procesal, el legislador dispone la extinción de los medios de control judicial que no se ejercen en el término previsto; estableciendo así la carga de acudir a la justicia con prontitud, esto es, dentro del plazo señalado, so pena de perder la posibilidad de hacerlo. Las normas de caducidad se fundan en el interés de que los litigios no persistan en el tiempo, en desmedro de la convivencia pacífica y que las entidades públicas puedan definir las gestiones y las políticas estatales en la materia, sin aguardar indefinidamente la solución de controversias que podrían impedir su adopción y ejecución. 

ACTO ADMINISTRATIVO – Presunción de legalidad
El acto administrativo entendido como manifestación de la voluntad de la administración con miras a producir efectos jurídicos, goza de presunción de legalidad y conformidad con el ordenamiento jurídico en todos sus aspectos, lo que se traduce en entender que fue expedido en el ejercicio de competencias previamente conferidas, sujeto a las normas constitucionales y legales que rigen la materia, fundado en el cumplimiento de las funciones previstas en la ley y conforme con la realización de los fines institucionales de que se trata. De esta forma, el inciso segundo del artículo 4º de la Constitución Política establece que “Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades”. Así mismo, el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo prevé que “Salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo”. (…) Salvo que se demuestre lo contrario, las actuaciones de la administración responden a las reglas y respetan las normas que enmarcan su ejercicio, presunción necesaria para su exigibilidad e inmediata aplicación y que impone a quien pretende controvertirla la carga de desvirtuar la validez que las acompaña.
ACCIÓN DE NULIDAD – Procedencia 
Dispone el artículo 84 del C.C.A. que toda persona podrá solicitar, por sí o por medio de representante, que se declare la nulidad de las decisiones de la administración “(…) cuando hayan sido expedidos por funcionarios u organismos incompetentes, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencias y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias del funcionario o corporación que los profirió”.

RESOLUCIÓN DE ADJUDICACIÓN – Vicio de competencia 
Los funcionarios que suscribieron el acta del comité de obra carecen de competencia para adjudicar, pues, si bien dos de ellos representaban al administrador delegado, no ostentaban la representación legal de la sociedad Jairo González Arévalo y Asociados Ltda. y, por ende, no tenían facultad para adjudicar o celebrar el contrato. (…) La competencia para adjudicar estaba radicada en el representante legal de la sociedad Jairo González Arévalo y Asociados Ltda., quien, en los términos de lo acordado, representaba los intereses de la entidad pública contratante, esto es del Consejo Superior de la Judicatura, propietaria de la obra y vigilante de la subcontratación. (…) Aunado a lo anterior, la Sala considera, incluso, que el Comité de Obra tampoco estaba facultado para evaluar las ofertas ni mucho menos introducir aspectos de calificación que no estaban contenidos en el pliego, como lo hizo. Cabe anotar que la obligación del comité, prevista en el literal c) del otrosí del contrato de obra, referida a “aprobar el procedimiento para la realización de las compras”, no permite establecerlo. Además, para la evaluación fue contratada la firma Laurel RSM Ltda. No obstante, en el evento de que se llegase a dar una interpretación distinta, el Comité solo estaría facultado para recomendar la mejor oferta para los intereses de la entidad pública, propietaria de la obra, no para decidir por ella o por el contratista obligado para tales efectos. (…) En tales condiciones, la Sala encuentra acreditado el cargo de falta de competencia para adjudicar el contrato, por lo que habrá de revocar la sentencia impugnada, para, en su lugar, declarar la nulidad del acto demandado.

SELECCIÓN DEL CONTRATISTA – Representante de la entidad 
De evaluación de las propuestas no se desprende la adjudicación del contrato o la existencia de un derecho adquirido. Sobre el particular, la Sala ha reiterado que el concepto emitido por el órgano asesor de la entidad, respecto de la evaluación y calificación de las propuestas, no es obligatorio, puesto que la competencia para seleccionar al contratista está radicada en el representante de la entidad o en este caso en el representante legal del administrador delegado, contratado para tales efectos. De modo que, considerar lo contrario, sería limitar indebidamente el ejercicio de esta función legal. Se ha precisado también que, “si la Administración no acoge la propuesta calificada en primer lugar debe explicar las razones que tenga para ello”, de lo cual se desprende que se trata de una potestad reglada. Cabe anotar, además, que el informe de evaluación no obliga a quien tiene la competencia para adjudicar, comoquiera que se constituye en un acto de trámite que puede ser corregido, como resultado de las observaciones que presenten los oferentes durante el traslado, lo cual, como ya se vio, se echa de menos. 
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Actor: Norment de Colombia Ltda.
Demandado: Rama Judicial
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - Acción DE Nulidad y restablecimiento DEL DERECHO 

La Sala procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia de 14 de octubre de 2004, proferida por la Sala de Descongestión de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se declararon no probadas las excepciones y se negaron las súplicas.

I. ANTECEDENTES

1.1  Síntesis del caso

El 13 de enero de 1997, la sociedad Norment de Colombia Ltda presentó demanda en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en contra de la Nación-Consejo Superior de la Judicatura, con el objeto de que se declare la nulidad del acto de adjudicación y se condene al pago de los perjuicios causados. 

La parte actora sostiene que el Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia suscribió con la sociedad Jairo González Arévalo y Asociados Ltda. el contrato de obra con administración delegada n.º 003 de 1993, con el objeto de contratar los acabados generales, interiores y/o exteriores del Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá. Aduce que, dentro del clausulado, el contratista –administrador delegado- se comprometió a celebrar los subcontratos necesarios para la ejecución de las obras.
Afirma que el administrador delegado dio apertura a dos invitaciones privadas con el mismo objeto, esto es para contratar el sistema integral de ventanería blindada del Palacio de Justicia. La primera terminada de manera abrupta e irregular, sin adjudicación y la segunda adelantada con desconocimiento de las reglas del proceso de selección y violación al principio de selección objetiva. Según su versión, el comité de obra, integrado por el contratista, el administrador delegado y la división técnica del fondo –entidad contratante- realizó modificaciones vencido el término para presentar ofertas, violó el principio de transparencia, pasó por alto los plazos previstos en los pliegos y adjudicó –mediante acta- sin tener competencia. Alega que, si bien la entidad le comunicó la decisión, “jamás tuvo conocimiento del [contenido del] acto de adjudicación”, tampoco le fue expedida una copia.

La sociedad demandante aduce que “(…) durante el proceso de selección para la contratación del sistema integral de ventanería jamás se le brindó la oportunidad de conocer y controvertir los informes, conceptos, evaluaciones y decisiones rendidos, presentadas o adoptadas, respectivamente por los evaluadores y/o por las autoridades encargadas de efectuar la adjudicación”. Afirma que el 29 de agosto de 1996, el comité de obra adjudicó el contrato a la firma Insulgard Corporation
; empero, según su versión, quien resultó favorecido “no era la mejor ni la más favorable comparada con las demás propuestas que se presentaron” y no cumplía con los requerimientos técnicos (fls. 62-88 cuaderno 1).

1. PRIMERA INSTANCIA

1.1 La demanda

Con base en los anteriores hechos, la parte actora impetra las siguientes declaraciones y condenas:

“Tal como fue claramente especificado en el capítulo "II.- PETICIONES", de la demanda, lo que se pretende a través del proceso judicial de la referencia es, en primer lugar, la declaratoria de nulidad del o de los actos administrativos en cuya virtud se dio por finalizado el proceso de selección y se adjudicó la contratación correspondiente al suministro e instalación del sistema integral de ventanería blindada del Palacio de Justicia y, en segundo lugar, que se restablezcan, en su integridad, los derechos que le fueron lesionados a mi mandante como consecuencia directa de la declaratoria de nulidad de las referidas selección y/o adjudicación.

Para efectos de discriminar y detallar el alcance de las PETICIONES que determinaron la presentación de la demanda que dio origen al presente proceso, a continuación me permito aclarar y/o corregir las respectivas pretensiones, así:

A través del presente proceso judicial SE PRETENDE que ese Honorable Tribunal Administrativo, previa audiencia de la parte demandada, con la comparecencia del Ministerio Público y previa observancia de las formalidades y ritos procesales propios del procedimiento ordinario, en sentencia que haga tránsito a cosa juzgada, efectúe, en iguales o similares términos, los siguientes pronunciamientos y condenas:

2.1.- Anular el acto de adjudicación efectuado por el Comité de Obra el día 29 de agosto de 1996, correspondiente a la contratación del Sistema Integral de Ventanería Blindada para el Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá.

2.2.- Declarar que la de NORMENT DE COLOMBIA LTDA., es la oferta más favorable, objetivamente considerada, de todas aquellas que se presentaron en el marco del proceso de selección correspondiente a la contratación para la compra e instalación del Sistema Integral de Ventanera Blindada para el Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá.

2.3.- Como consecuencia directa e inmediata de las anteriores declaraciones, ordenar que se restablezcan, en su integridad, todos los derechos que, con la expedición del acto demandado, le fueron conculcados a NORMENT DE COLOMBIA LTDA., así como ordenar la reparación de todas las lesiones o perjuicios que le produjo el acto que ha de ser declarado nulo.

2.4.- Ordenar que se restablezca el derecho que debió reconocerse a NORMENT DE COLOMBIA LTDA., para efectos de ser la adjudicataria de la contratación correspondiente a la venta e instalación del Sistema Integral de Ventanería Blindada para el Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá.

2.4.1.- En subsidio de la anterior petición, que se condene a LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, a reconocer y a pagar, en favor de NORMENT DE COLOMBIA LTDA., todas las sumas de dinero, debidamente actualizadas, que habría tenido derecho a percibir como utilidades o beneficios si el acto demandado no la hubiese privado, ilegal e injustamente, del derecho a ser adjudicataria de la contratación correspondiente a la venta e instalación del Sistema Integral de Ventanería Blindada para el Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá.

2.5.- Condenar a LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, a reconocer, pagar e indemnizar, en favor de mi mandante, todos los perjuicios que le ocasionó con la expedición del acto cuya nulidad se depreca, en cuanto los mismos sean probados a lo largo del proceso judicial, incluidos, claro está, el daño emergente y el lucro cesante. 

2.6.- Condenar a LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, a reconocer, pagar e indemnizar, a favor de mi poderdante, todos los perjuicios correspondientes al daño emergente y lucro cesante que le fueron ocasionados tanto por el hecho de

haberla privado, indebidamente, del derecho que le asistía a ser adjudicataria del contrato correspondiente a la venta e instalación del Sistema Integral de Ventanería Blindada para el Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá como por el hecho de haber privado, también ilegalmente, del derecho a ejecutar dicho contrato.

2.7.- Condenar a LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, a reconocer, pagar e indemnizar, en favor de mi representada, los perjuicios correspondientes al "Costo de Oportunidad" que le significó tanto no obtener la adjudicación del contrato al cual tenía legítimo derecho, como el no haber podido ejecutar el respectivo contrato.

2.8.- Condenar a LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, a reconocer, pagar e indemnizar, a favor de mi mandante, todos los perjuicios ocasionados por razón de los costos, erogaciones y lucro cesante correspondientes a la preparación de la oferta y participación dentro del proceso de selección que concluyó con la expedición del acto cuya nulidad se demanda.

2.9.- Condenar a LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, a reconocer, pagar e indemnizar, en favor de mi representada, los perjuicios correspondientes al "Costo de Oportunidad" que le significó el haber destinado los recursos técnicos y financieros así como el tiempo respectivo a la preparación de la oferta y a la participación en el demandado proceso de selección, recursos técnicos, financieros y tiempo que habría podido invertir con mejores resultados y frutos en actividades productivas lícitas.

2.10.- Ordenar que se actualicen y/o indexen, en debida forma, todas las sumas de dinero que LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, deba reconocer y pagar en favor de NORMENT DE COLOMBIA LTDA., como consecuencia de las condenas que le sean impuestas en virtud del presente proceso judicial.

2.11.- Ordenar que las sumas que deban reconocerse y pagarse en pesos colombianos se actualicen y/o indexen de acuerdo con la variación del Índice de Precios al Consumidor -IPC-, que para cada uno de los años correspondientes certifique el Departamento Administrativo Nacional de Estadística -DANE-.


2.12.- Ordenar que las sumas que deban reconocerse en divisas extranjeras sean pagadas en Dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, si ello fuese legalmente posible de acuerdo con el estatuto de cambios o, en su defecto, que sean pagadas en pesos colombianos a la tasa de cambio representativa del mercado vigente para el día del pago según certificación del Banco de la República.

2.13.- Ordenar que las condenas que se efectúen y/o deban reconocerse en Dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, antes de su conversión a pesos colombianos a la tasa representativa del mercado, deberán actualizarse y/o indexarse con arreglo a la variación del índice de inflación que el Banco de la República de Colombia certifique se hubiere registrado para cada uno de los años correspondientes en los Estados Unidos de Norteamérica.

2.14.- Ordenar que todas las sumas de dinero que se condene a pagar a LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, a favor de mi poderdante, devenguen intereses comerciales durante los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia y moratorios después de este término, de conformidad con las tasas de interés corrientes comerciales y moratorios comerciales que certifique la Superintendencia Bancaria tanto para los pesos colombianos como para los Dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, respectivamente.

2.15.- Condenar en costas, incluidas las agencias en derecho, a LA NACIÓN-RAMA JUDICIAL, en favor de NORMENT DE COLOMBIA LTDA.” (fls. 58-61 cuaderno 1).

En el acápite de cuantía, la parte actora estimó el valor de las pretensiones en una suma superior a los $2 000 000 0000
 (fl. 2 cuaderno 1).

1.2 Cargos de nulidad contra el acto enjuiciado

La parte actora alega que el acto de adjudicación está viciado de nulidad por expedición irregular y violación al derecho de audiencia y defensa; falta de competencia; falsa y falta motivación. También desconoció el derecho de igualdad y los principios de imparcialidad y moralidad. Aduce, además, “responsabilidad directa de la administración pública” por las actuaciones del administrador delegado, integrante del comité e “imposibilidad de allegar, como anexo a la demanda, copia del acto acusado y de otros documentos de importancia para el proceso”, debido a la renuencia de la demandada.

Expedición irregular del acto y violación al derecho de audiencia y defensa, comoquiera que “(..) para determinar la suma correspondiente al precio de la oferta de mi representada en pesos colombianos, las autoridades encargadas de evaluar, comparar y calificar las ofertas, así como las responsables de adjudicar, decidieron alterar, de manera abusiva, unilateral, arbitraria e ilegal el monto de la tasa de cambio y así a su manera sin escuchar siquiera la opinión del oferente interesado, incrementaron significativamente el monto de su propuesta, todo con el único propósito de descalificar o lo que es lo mismo no adjudicarle a la oferta de Norment de Colombia Ltda.”. 

La actora aduce, además, que “(..) los estudios y evaluaciones comparativas de las propuestas no se dio jamás traslado a los oferentes interesados para que pudieran formular sus comentarios, observaciones, críticas, sugerencias y/o argumentos”.

Falta de competencia, toda vez que quien adjudicó el contrato fue el comité de obra, no el representante o jefe de la entidad, en claro desconocimiento de lo previsto en el artículo 26 de la Ley 80 de 1993.

Falta y falsa motivación, pues, si bien la actora no conoció el contenido del acto, en la medida en que la entidad negó su copia, no obstante haberle comunicado la decisión, alega que “todo parece indicar” que la misma no da cuenta de las razones que la soportan ni de la realidad de lo acontecido.

En cuanto al desconocimiento del derecho de igualdad y los principios de imparcialidad y moralidad, la parte actora alega:

“El principio de igualdad se rompió puesto que la selección de la oferta finalmente escogida se realizó sin estricta sujeción a las reglas, criterios y ponderaciones previamente consagrados en los correspondientes términos de referencia. También fue abiertamente desconocido porque a los oferentes que competían contra mi mandante se les brindó la posibilidad de modificar y/o mejorar sus respectivas propuestas con posterioridad a la fecha inicial de presentación o cierre (..) y después de que ya se conocían las características técnicas de la oferta que mi mandante presentó desde septiembre de 1995”.
Lo anterior, según su versión, en desmedro de los intereses de la demandante, pues en la evaluación financiera le fue aplicada una tasa de cambio diferente a la presentada con la oferta, razón por la cual resultó más costosa que las demás. 

Por último, la parte actora sostiene que el proceso de selección correspondiente a la contratación del Sistema Integral de Ventanería Blindada para el Palacio de Justicia de Bogotá, “(..) no fue adelantado directa e independientemente por el administrador delegado, como errónea y habilidosamente han tratado de presentarlo, sino que en realidad la invitación a cotizar la realizó el mismo Consejo Superior de la Judicatura. Al Consejo Superior de la Judicatura le fueron presentados los informes y resultados de la evaluación comparativa de las propuestas; el Consejo Superior de la Judicatura estuvo permanentemente dirigiendo, tutelando y ordenando todo el proceso de selección y finalmente fue el comité de obra, del que forman parte funcionarios y/o empleados del Consejo Superior de la Judicatura, el que adoptó la decisión final de adjudicación” (fls. 90-105 cuaderno 1).

1.3 La defensa del demandado 

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se opuso a la prosperidad de las pretensiones. Dio cuenta de que el Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia celebró “contrato de administración delegada con la firma Jairo González Arévalo y Asociados Ltda., No. 003/3 (sic), cuyo objeto es la ejecución de los acabados interiores y/o exteriores del Palacio de Justicia de La Plaza de Bolívar (..), cedido hoy al Consejo Superior de la Judicatura”. Sostuvo que el administrador delegado es responsable de la subcontratación, de conformidad con lo previsto en el artículo 90 del Decreto Ley 222 de 1983 y las cláusulas décima del mentado contrato y cuarta del otrosí, no el Consejo Superior de la Judicatura, pues no adelantó el proceso de selección, tampoco adjudicó el contrato. Adujo que el contrato fue adjudicado a la firma Insulgar Corporation, “porque reunía los requisitos técnicos y económicos para ejecutar el contrato”, particularmente en lo que tenía que ver con la prueba antiexplosiva en todos los niveles de seguridad. Puso de presente que la oferta de Norment de Colombia Ltda. no especificó anclajes, soldaduras ni los materiales a utilizar; propuso espesores y niveles de seguridad no acordes con los requerimientos técnicos del pliego; no ofertó diseño arquitectónico, catálogos o planos y solo cumplió la prueba antiexplosiva para el nivel 1 de seguridad, entre otros aspectos. Precisó que “el comité de obra solo fija pautas, solo recomienda, pero la responsabilidad es del administrador delegado”. 

La demandada propuso las excepciones de i) falta de jurisdicción y competencia, comoquiera que “(..) la controversia que el actor plantea, surgida de una contratación entre particulares, no compete conocerla ni decidirla al contencioso administrativo, pues la misma norma aplicable dispone de manera expresa, en el artículo 90 del Decreto 222 de 1983, el administrador delegado es el único responsable de los subcontratos que celebre”; ii) inepta demanda, pues “la demanda no cumple las exigencias del artículo 137 del C.C.A., no cita las normas violadas ni trae el concepto de la violación”, además, según su versión, el demandante no precisó los vicios de nulidad del acto acusado; iii) indebida acumulación de pretensiones, en la medida en que la actora controvierte los actos administrativos del proceso de selección, “objeto de la acción contractual” y el acto de adjudicación pasible de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho; iv) falta de legitimación en la causa por pasiva, comoquiera que “el único responsable sería el administrador delegado” y v) falta de integración del litisconsorcio, pues “el administrador delegado ni el contratista seleccionado fueron notificados y no se les ha vinculado al proceso” (fls. 115-126, 131-195 cuaderno 1).

1.4 Integración del litisconsorcio necesario

Mediante auto de 30 de octubre de 2001, el a quo ordenó la vinculación de la firma Insulgard Corporation, adjudicataria del contrato. Sin lograr la notificación personal, dispuso la fijación de edicto emplazatorio y designó curador ad litem, quien se opuso a la prosperidad de las súplicas y se atuvo a lo demostrado en el proceso (fls. 510, 520, 523-529, 562-565 cuaderno 1).

1.5 Alegatos de conclusión

1.5.1 La parte actora reiteró los argumentos expuestos en la demanda. Insistió en que el comité de obra incurrió en una serie de irregularidades durante el proceso de selección. Dio cuenta de cumplir con las especificaciones técnicas requeridas en el pliego de condiciones, por lo que no se explica que no le fue adjudicado el contrato, superando incluso la propuesta presentada por quien resultó favorecido con la decisión (fls. 281-316 y 572-600 cuaderno 1).

1.5.2 La entidad pública demandada, por su parte, solicitó negar las pretensiones por falta de sustento probatorio. Insistió en que la responsabilidad por la adjudicación del contrato recae en el administrador delegado y que el proceso de selección se adelantó con garantía al principio de concurrencia. Evidenció, además, que la sociedad actora no cumplió con las exigencias técnicas y “tampoco la favoreció los precios propuestos” (fls. 276-277 y 568-571 cuaderno 1).

1.6 Sentencia de primera instancia

Mediante sentencia de 14 de octubre de 2004, la Sala de Descongestión de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca estableció la oportunidad de la acción, esto es, que el libelo fue presentado dentro de los cuatro meses siguientes a la notificación de la adjudicación –artículo 23 del Decreto 2304 de 1989-. Declaró no probadas las excepciones, comoquiera que i) el acto demandado tiene su fuente en el contrato de obra n.º 003 de 1993, suscrito entre el Consejo Superior de la Judicatura y la firma Jairo González Arévalo y Asociados Ltda.; ii) la demanda cumple con los requisitos de forma establecidos en el artículo 137 y s.s. del C.C.A.; iii) no hay acumulación indebida de pretensiones; iv) si bien el administrador delegado responde en los términos de ley y el contrato, la entidad contratante también tuvo injerencia en la decisión enjuiciada y v) el contradictorio está debidamente integrado, pues el adjudicatario estuvo debidamente representado y, además, no resulta necesaria la vinculación del administrador delegado, pues la entidad no lo llamó en garantía. 

En relación con el fondo del asunto, el Tribunal negó las súplicas. Desechó los cargos de ilegalidad propuestos en contra del acto acusado, por falta de pruebas. Encontró ajustada la actuación adelantada por el Consejo Superior de la Judicatura y el administrador delegado. Concluyó que el proceso de selección –invitación privada-, para la escogencia del contratista para el suministro e instalación de ventanería blindada en el Palacio de Justicia estuvo acorde con los principios de contratación. Tampoco encontró que la oferta de la actora fuera la más favorable a los intereses de la entidad.

En cuanto a las especificaciones técnicas, el a quo estableció que en los pliegos de condiciones no se especificó dentro de las características del material vítreo a cotizar para la obra, el uso o no de policarbonatos. También que la sociedad Norment de Colombia Ltda. ofreció la opción del sistema de seguridad sin dicho material; empero señaló que, no obstante haberse iniciado el proceso de selección con unas reglas, la entidad cambió las mismas, en el sentido de precisar que el sistema de seguridad no utilizaría policarbonatos, garantizó a todos los proponentes igualdad de condiciones para estructurar nuevamente sus ofertas, sin que ello obligase a la entidad a acoger desde el principio, la propuesta de la actora. De igual forma, consideró que el ajuste del precio tuvo que ver con la devaluación lógica de la moneda frente al dólar, por lo que no se violó el derecho de igualdad. Tampoco lo atinente al plazo, pues en el pliego el plazo del subcontrato se estipuló en diez meses, por lo que la oferta de Insulgar Corporation respecto al plazo de ocho meses estaba dentro del rango previsto.

En cuanto al cargo de expedición irregular, el a quo consideró no llamado a prosperar, en la medida en que el traslado del informe de evaluación no resultaba aplicable a la invitación privada adelantada por la entidad, a través de su administrador delegado, comoquiera que dicha etapa debe agotarse en los procesos públicos de licitación o concurso.

En relación con la falta de competencia, el Tribunal concluyó que el administrador delegado adelantó la invitación y adjudicó el contrato, en cumplimiento a lo pactado con el Consejo Superior de la Judicatura, el marco del contrato de obra con administración delegada n.º 003 de 1993. De igual forma, el comité de obra también estaba facultado para participar en el proceso de selección del contratista. Por tanto, desechó el cargo.

Por último, en cuanto a la falsa y falta de motivación de la decisión, el a quo señaló que el acto demandado goza de la justificación y soporte necesario para establecer la legalidad de la decisión. El comité de obra realizó la evaluación de las ofertas conforme los documentos allegados por cada uno de los proponentes para, finalmente escoger a la firma Insulgar Corporation, por haber cumplido con todas las exigencias del pliego (fls. 608-645 cuaderno principal).

2. SEGUNDA INSTANCIA

2.1 Recurso de apelación

Inconforme, la parte actora impugna la decisión. Insiste en la ilegalidad del acto acusado, por expedición irregular y violación al derecho de audiencia y defensa; falta de competencia; falsa y falta motivación. Alega que la entidad también desconoció el derecho de igualdad y los principios de imparcialidad y moralidad. Pone de presente la aplicación de las normas del Estatuto Contractual y la posibilidad que el numeral 6º del artículo 30 trae respecto a las propuestas alternativas, facultad que ejerció la sociedad Norment; empero que no habilitaba a la entidad para que “(..) el ofrecimiento alternativo que había hecho en su oferta, la administración lo solicitara a los demás oferentes, es decir les solicitara presentaran las alternativas de vidrios blindados sin policarbonato, encontrándose cerrado el certamen licitatorio”. Alega que presentadas las ofertas no era posible modificar las reglas del proceso de selección. Para el efecto, trae a colación diversos pronunciamientos de la jurisprudencia y doctrina, sobre la intangibilidad de los pliegos, pues ello se traduce en violación al principio de igualdad y mejoramiento de ofertas, “en detrimento de mi mandante, quien sí presentó los ofrecimientos alternativos en tiempo”. 

El recurrente pone de presente, además, que el Tribunal dejó de practicar la prueba pericial solicitada con la adición de la demanda, la cual tenía por objeto demostrar que era la mejor oferta, cerró el periodo probatorio, corrió traslado para alegar de conclusión y dictó sentencia, incurriendo en una nulidad procesal (fls. 647, 654-665 cuaderno principal).

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

Esta Corporación es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en contra de la sentencia que negó las pretensiones, dado que la cuantía alcanza la exigida en vigencia del Decreto 597 de 1988
, para que ésta Sala conozca de la acción contractual en segunda instancia. 

2.  Asunto que la Sala debe resolver

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia de 14 de octubre de 2004 proferida por la Sala de Descongestión de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, con miras a establecer si los cargos de nulidad formulados contra la resolución de adjudicación, tienen vocación de prosperidad y, por ende, si procede el reconocimiento y pago de la indemnización pretendida en el libelo. 

2.1. Cuestión previa. Caducidad de la acción

Por razones de seguridad jurídica, eficiencia y economía procesal, el legislador dispone la extinción de los medios de control judicial que no se ejercen en el término previsto; estableciendo así la carga de acudir a la justicia con prontitud, esto es, dentro del plazo señalado, so pena de perder la posibilidad de hacerlo.

Las normas de caducidad se fundan en el interés de que los litigios no persistan en el tiempo, en desmedro de la convivencia pacífica y que las entidades públicas puedan definir las gestiones y las políticas estatales en la materia, sin aguardar indefinidamente la solución de controversias que podrían impedir su adopción y ejecución. 

Cabe anotar que se trata de actos administrativos de naturaleza contractual que se confrontan en ejercicio de la acción prevista en el artículo 77 de la Ley 80 de 1993, establecida para controvertir la resolución de adjudicación. En los términos del artículo 23 del Decreto 2304 de 1989, vigente para la fecha de presentación de la demanda, deberá ejercerse dentro de los cuatro meses siguientes a la ejecutoria del acto cuya nulidad se pretende
. 

En el presente caso, las pruebas que reposan en el plenario dan cuenta de que el 30 de agosto de 1996, el director general de la obra informó a Norment de Colombia Ltda. que la invitación a cotizar el Sistema de Ventanería Blindada del Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá “(..) le fue adjudicada a la firma Insulgar Corporation, en el Comité de Obra No. 144  celebrado el día 29 de agosto de 1996. Sirva esta comunicación para agradecer la atención prestada a la obra del Palacio de Justicia, con la presentación de su cotización, las aclaraciones solicitadas en diversas ocasiones y atendidas oportunamente” (negrillas fuera de texto, fl. 1 cuaderno 2). Y, el 3 de septiembre siguiente, el representante de Norment de Colombia Ltda. dio cuenta a dicho funcionario que “(..) acusamos recibo de su comunicación de fecha 30 de agosto del presente año, recibida el 2 de septiembre, en donde nos informan de la adjudicación de la licitación de la referencia a Insulgar Corporation durante el Comité de Obra No. 144, celebrado el día 29 de agosto de 1996” (fls. 2-3 cuaderno 2).

Lo anterior permite concluir que la demanda fue instaurada en tiempo, pues el término de cuatro meses vencía el 2 de enero de 1997, esto es en vacancia judicial, por lo que el plazo se corrió hasta el día hábil siguiente, es decir el 13 de enero, fecha en que efectivamente el libelo fue presentado.

2.2 Resolución de excepciones

La demandada propuso las excepciones de i) falta de jurisdicción y competencia, comoquiera que “(..) la controversia que el actor plantea, surgida de una contratación entre particulares, no compete conocerla ni decidirla al contencioso administrativo, pues la misma norma aplicable dispone de manera expresa, en el artículo 90 del Decreto 222 de 1983, el administrador delegado es el único responsable de los subcontratos que celebre”; ii) inepta demanda, pues “la demanda no cumple las exigencias del artículo 137 del C.C.A., no cita las normas violadas ni trae el concepto de la violación”, además, según su versión, el demandante no precisó los vicios de nulidad del acto acusado; iii) indebida acumulación de pretensiones, en la medida en que la actora controvierte los actos administrativos del proceso de selección, “objeto de la acción contractual” y el acto de adjudicación pasible de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho; iv) falta de legitimación en la causa por pasiva, comoquiera que “el único responsable sería el administrador delegado” y v) falta de integración del litisconsorcio, pues “el administrador delegado ni el contratista seleccionado fueron notificados y no se les ha vinculado al proceso” (fls. 115-126, 131-195 cuaderno 1).

En relación con la falta de jurisdicción y competencia y falta de integración del litisconsorcio, pues “el administrador delegado ni el contratista seleccionado fueron notificados y no se les ha vinculado al proceso”, la Sala debe precisar:

El artículo 83 del Código de Procedimiento Civil dispone que, cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos, respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, no fuere posible resolver de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de las relaciones en confrontación o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará dar traslado a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado. 

Por su parte, el artículo 140 ibídem contempla las causales de nulidad así:

“El proceso es nulo en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 

(..)

9. Cuando no se practica en legal forma la notificación a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas de deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público en los casos de ley (negrillas fuera de texto). 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una providencia distinta de la que admite la demanda, el defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha providencia, salvo que la parte a quien se dejó de notificar haya actuado sin proponerla”. 

Valga recordar que las partes del litigio, demandante y demandado, pueden estar conformadas por una sola persona o por una pluralidad de sujetos, evento en el cual se está en presencia de lo que la ley y la doctrina han denominado un litisconsorcio. Esta figura, consagrada en nuestra legislación procesal (arts. 50 y siguientes del C. de P. Civil), ha sido definida tradicionalmente, atendiendo a la naturaleza y número de relaciones jurídicas que intervengan en el proceso, como necesario, voluntario o facultativo o cuasinecesario. Al respecto, se ha pronunciado la Sala
:

“Existe litisconsorcio necesario cuando hay pluralidad de sujetos en calidad de demandante (litisconsorcio por activa) o demandado (litisconsorcio por pasiva) que están vinculados por una única relación jurídico sustancial. En este caso y por expreso mandato de la ley, es indispensable la presencia dentro del litigio de todos y cada uno de ellos, para que el proceso pueda desarrollarse, pues cualquier decisión que se tome dentro de éste puede perjudicar o beneficiarlos a todos.

La vinculación de quienes conforman el litisconsorcio necesario podrá hacerse dentro de la demanda, bien obrando como demandantes o bien llamando como demandados a todos quienes lo integran y en el evento en que el juez omita citarlos, debe declararse la nulidad de lo actuado desde el auto admisorio de la demanda (numeral 8 del artículo 140 del C. de P. Civil). Si esto no ocurre, el juez de oficio o por solicitud de parte podrá vincularlos en el auto admisorio de la demanda o en cualquier tiempo antes de la sentencia de primera instancia, otorgándoles un término para que comparezcan, y de no hacerlo debe declararse la nulidad de una parte del proceso o a partir de la sentencia de primera instancia (numeral 9 ibídem), con el fin de lograr su vinculación al proceso para que tengan la oportunidad de asumir la defensa de sus intereses, dado que la sentencia los puede afectar.
En cambio, el litisconsorcio será facultativo o voluntario cuando concurran libremente al litigio varias personas, en calidad de demandantes o demandados, ya no en virtud de una única relación jurídica, sino de tantas cuantas partes dentro del proceso deciden unirse para promoverlo conjuntamente (legitimación por activa), aunque válidamente pudieran iniciarlo por separado, o de padecer la acción si sólo uno o varios de ellos debe soportar la pretensión del actor (legitimación por pasiva). Bajo esta modalidad, los actos de cada uno de los litisconsortes no redundarán en provecho o en perjuicio de los otros, sin que ello afecte la unidad del proceso o implique que la sentencia sea igual para todos (art. 50 del C. de P. Civil)”. 

También ha señalado la Sección
:

“1. 1 El Código de Procedimiento Civil define el litisconsorcio facultativo como aquel en el cual los diversos sujetos de derecho se consideran en sus relaciones con la contraparte como litigantes separados y los actos de cada uno de ellos no redundan en provecho, ni en perjuicio de los demás (art. 50). Esta clase de litisconsorcio tiene lugar cuando la presencia de los sujetos que lo integran no es requisito para la debida integración del contradictorio, porque ostentan relaciones jurídicas independientes respecto de la otra parte procesal y sólo por razones de conveniencia o de economía concurren a un mismo proceso. 

La conformación de este tipo de litisconsorcio depende de la voluntad de cada una de las personas que lo integran y su ausencia no vicia la validez del proceso. 

1.2 El litisconsorcio cuasinecesario está regulado en el inc. 3, art. 52 del C. de P.C.
 y se caracteriza porque no es obligatoria la comparecencia del otro sujeto y aunque no participe o no haya sido citado, los efectos de la sentencia lo cobijan. Para que opere se necesita un evento de citación forzosa más no de comparecencia forzosa.

1.3. El Litisconsorcio necesario se presenta cuando la cuestión litigiosa tiene por objeto una relación jurídica material, única e indivisible, que debe resolverse de manera uniforme para todos los sujetos que integran la parte correspondiente (art. 51 C de P. C.), lo cual impone su comparecencia obligatoria al proceso, por ser un requisito imprescindible para adelantarlo válidamente”.
La característica esencial del litisconsorcio necesario es que la sentencia tiene que ser única y de igual contenido para la pluralidad de sujetos que integran la relación jurídico-procesal, unidad que impide adoptar decisiones que no incidan en todos los integrantes, en tanto en el facultativo la pluralidad de relaciones sustanciales controvertidas hace que las causas se separen y que cada parte obtenga la solución del conflicto en proceso separado
.

El elemento diferenciador del litisconsorcio necesario, entonces, es la unicidad de la relación sustancial materia del litigio, inescindible respecto del derecho sustancial en debate; mientras que el facultativo se identifica por la independencia de las relaciones jurídicas.

Sobre la necesidad de integrar el litisconsorcio necesario, la jurisprudencia ha precisado:

“a)  Según el artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, en armonía con el artículo 51 ibídem, hay relaciones jurídicas sustanciales o pretensiones respecto de las cuales, ya por su propia índole o por mandato de la ley,  no es posible hacer un pronunciamiento judicial de mérito sin la comparecencia plena de las personas que son sujetos de ellas, toda vez que la sentencia debe comprenderlas a todas y de manera uniforme; se configura de ese modo un litisconsorcio necesario, que se denomina por activa si tal la pluralidad se hace imperativa en la parte demandante,  o por pasiva si lo es en la parte demandada.

b)  Empero, no a toda relación jurídica o pretensión que tenga fuente en un acuerdo de voluntades cabe extender, sin distingo, la precedente noción de litisconsorcio necesario; la secuela que deriva su presencia, según la cual, “la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas...”, sólo encuentra fiel expresión en todas aquellas pretensiones encaminadas a obtener que se reconozca la existencia, validez, modificación, disolución o alteración de determinado acto jurídico; por lo tanto, lo que se impone es hacer un cuidadoso examen de la demanda a fin de verificar exactamente, con vista en ella, cuál es la naturaleza y el alcance personal de la relación sustancial sometida a controversia, para deducir de allí si el litisconsorcio es o no necesario”
.

En el presente caso, la Sala encuentra que el contradictorio está debidamente integrado, pues quien resultó favorecido con la adjudicación, acto enjuiciado, fue vinculado por el a quo y estuvo debidamente representado por curador ad litem.

En lo que tiene que ver con el administrador delegado, la Sala encuentra que, si bien el artículo 90 el Decreto Ley 222 de 1983
 dispone que en los contratos de administración delegada, el contratista es el único responsable de los subcontratos que celebre, ello lo hace por cuenta y riesgo de la contratante, esto es el Consejo Superior de la Judicatura, parte de la litis.

Además, en los términos del otrosí 3 del contrato de obra n.º 003 de 1993, el Fondo y el administrador delegado acordaron que las compras o subcontratos celebrados por este serían bajo su responsabilidad; empero “necesitarán para su reconocimiento la aprobación del Fondo”, entidad que posteriormente cedió el contrato al Consejo Superior de la Judicatura.
Así mismo, en los pliegos de condiciones de la invitación privada n.º 02 de 1994, adelantada por el administrador delegado para contratar el suministro e instalación de la ventanería blindada del Palacio de Justicia, proceso de selección controvertido por la parte actora, se estableció de manera expresa que   “para todos los efectos el Consejo Superior de la Judicatura es el propietario de la obra” (numeral 1.2).

Ahora, lo que ocurre es que la Sala no puede analizar la responsabilidad de la sociedad Jairo González Arévalo y Asociados Ltda.-, administrador delegado que adelantó el proceso de selección y participó en la decisión de adjudicación enjuiciada, comoquiera que no fue vinculada como parte o tercero, sin que ello implique que su no comparecencia vicie de nulidad la actuación, pues, como ya se dijo, la entidad pública era la propietaria de las obras y la subcontratación requería de su aprobación.

Por lo anterior, la Sala es competente para conocer de la presente controversia, comoquiera que la entidad directa responsable del proceso de selección y futura subcontratación, lo era el Consejo Superior de la Judicatura.
La Sala considera, además, que el libelo cumple con las exigencias del artículo 137 y s.s. del C.C.A. y los hechos alegados permiten tener claridad sobre la causa petendi, por lo que no tiene vocación de prosperidad la excepción de inepta demanda.
Y, en cuanto a la excepción que la entidad denominó “indebida acumulación de pretensiones” carece de argumentación, razón por la cual no resulta del caso abordar su estudio. Además, tampoco se configura, en la medida en que, como consecuencia de la declaratoria de nulidad de la resolución de adjudicación procede la solicitud de reparación de los perjuicios causados, tal y como fue solicitado por la parte actora.

En lo que tiene que ver con la falta de legitimación en la causa por pasiva, fundada en que “el único responsable sería el administrador delegado”, para la Sala es claro que la excepción propuesta tiene que ver con el fondo del asunto, comoquiera que la defensa no ataca el procedimiento sino las pretensiones.
2.3 Hechos probados

Serán tenidos en cuenta los documentos aportados por la parte actora en las oportunidades legales, los remitidos por la entidad pública demandada, las respuestas de diversas autoridades a los requerimientos del Tribunal y los testimonios recibidos en el curso del presente asunto, pues se trata de pruebas decretadas y practicadas dentro de las oportunidades procesales.

De conformidad con el acervo probatorio que reposa en la actuación, la Sala encuentra acreditados los siguientes hechos:

1. El 25 de enero de 1993, el Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia y la sociedad Jairo González Arévalo y Asociados Ltda. suscribieron contrato de obra pública, por el sistema de administración delegada, para la ejecución de obras de acabados generales, interiores y/o exteriores del Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá, por valor de $800 000 000 y por un plazo de veinticuatro semanas calendario, contadas a partir del acta de inicio
.

Los contratantes acordaron que el contratista estaba obligado, entre otras cosas, a “d).- Celebrar los subcontratos que en su concepto sean necesarios para realizar la obra, los cuales requerirán la aprobación del coordinador designado por la División Técnica, no solo en lo que se refiere a la construcción de la obra en sí sino en cuanto a los ítems que deben reflejar las necesidades existentes al momento de su ejecución, además obtener la aprobación con respecto a la persona del subcontratista a elegir para el desarrollo de la misma”. Dejaron constancia que “el contratista ser[í]a el único responsable de los subcontratos que celebre, para los cuales deberá tener en cuenta lo establecido en el presente contrato” (literales d y f de la cláusula décima) (fls. 50-61 cuaderno 3).

2. El 7 de abril y 7 de junio de 1993, el fondo y el administrador delegado suscribieron los otrosí n.º 1 y 2 al contrato n.º 003, con el objeto de precisar algunos aspectos de la forma de pago y especificaciones de la obra (fls. 314-318 cuaderno 3).

3. El 7 de septiembre siguiente, el fondo y el administrador delegado suscribieron el otrosí n.º 3 al contrato n.º 003, con el objeto acordar, entre otras cosas, que las compras o subcontratos celebrados por el administrador delegado serían bajo su responsabilidad y “necesitarán para su reconocimiento la aprobación del Fondo” (cláusula segunda núm. 13). Así mismo, pactaron la creación de un comité de obra, integrado por la entidad, el administrador delegado y el interventor, con las siguientes funciones:

“a).- Organizar la obra y definir sus normas de operación y ejecución; b) resolver autónomamente los detalles constructivos; c) aprobar el procedimiento para la realización de las compras, señalamiento de las cuantías que requieren autorización del Fondo y/o interventoría y d) justificar la demora en la ejecución de las obras solamente en los casos previstos por la ley y de conformidad con lo establecido en el Decreto 222 de 1983” (cláusula tercera).

El contratista también se comprometió a “(..) manejar cuando celebre subcontratos de mano de obra, el seguro social del personal de los subcontratistas y/o cualquier otra póliza que se ordene tomar para la protección de estos y sus trabajadores y/o cualquier otro seguro referente”. No obstante, en este punto, la entidad se obligó a “desembolsar las sumas que haya de cancelar el contratista por este concepto” (cláusula cuarta literal h) (fls. 319-330 cuaderno 3).

Entre los meses de octubre de 1993 y diciembre de 1999, los contratantes
 adicionaron el valor y prorrogaron el plazo; modificaron la forma de pago y algunas especificaciones técnicas, entre otros aspectos. El último plazo venció el 6 de agosto de 2000 (fls. 331-384 cuaderno 3).

4. El 17 de diciembre de 1994, la sociedad Jairo González Arévalo y Asociados Ltda. –administrador delegado- dio a conocer el pliego de condiciones de la invitación privada n.º 2, con siguiente objeto:

“Jairo González Arévalo y Asociados en su carácter de administrador delegado para la ejecución de los acabados de la obra Palacio de Justicia de la ciudad de Santafé de Bogotá, de acuerdo con el contrato No. 003/93 y su adicional No. 001/93, celebrados con el Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia y cedidos al Consejo Superior de la Judicatura y los adicionales 002 de 1993 y 003 de 1994, celebrados con el Consejo Superior de la Judicatura, abre por medio del presente documento la invitación privada No. 002, para el suministro e instalación a todo costo de los vidrios de seguridad y del sistema estructural de ventanería blindada con enchapado en bronce y enchapado en bronce de antepechos” (numeral 1.1).

El numeral 1.2 de los pliegos dispuso que “para todos los efectos el Consejo Superior de la Judicatura es el propietario de la obra”. El numeral 1.3 señala que “(..) el sistema escogido para la presente invitación es el de precios unitarios fijos sin fórmula de reajuste, para el suministro e instalación a todo costo de los vidrios de seguridad y del sistema estructural de ventanería blindada con enchapado en bronce y enchapado en bronce de antepechos, para niveles de seguridad tipo III y V de acuerdo con las normas descritas en las especificaciones técnicas de este pliego de condiciones, según las dimensiones mostrada en los planos elaborados por el proyectista y verificadas en obra por el proponente”.

En el numeral 1.4 se dispuso que “(..) el proponente deberá ofrecer el diseño del vidrio, del sistema estructural de ventanería blindada con enchapado en bronce y enchapado en bronce de antepechos, cada tipo de ventana de acuerdo con el diseño mostrado, deberá tener una solución determinada incluyendo los antepechos y alfajías. El diseño del proponente en la parte del vidrio deberá tener las proporciones que le permitan ofrecer una composición vidrio-policarbonato y/u otro material”.

Entre los numerales 1.5 y 1.14, la invitación reguló lo concerniente a la fuente de financiación y los requisitos para participar; fechas de entrega de la invitación, pliegos –sin costo alguno-, cierre y audiencia para precisar el contenido y alcance de los documentos de la invitación; posibilidad de modificar las reglas del proceso por parte del comité de obra, únicamente mediante adendas; forma de presentación de las ofertas, en español, por escrito y debidamente foliada; carta de presentación, garantía de seriedad, plazo de ejecución, propuestas conjuntas y adicionales (fls. 166-176 cuaderno 2).

En lo que tiene que ver con las especificaciones técnicas, las reglas de la invitación señalaron:

“Las especificaciones técnicas del material transparente de seguridad (llamado genéricamente vidrio antibalas) de los niveles 1, 2 y 3 que se utilizarán en la obra del Palacio de Justicia, son las siguientes:

1.- Características técnicas

El material transparente para las ventanas del Palacio de Justicia debe tener las siguientes características técnicas en cada uno de los niveles 1, 2 y 3, de acuerdo al estándar UL-752-94:

1.1.- Descripción de elementos transparentes de nivel 1 (UL-752-94)

1.1.1.- Descripción general

Vidrios, elementos o piezas transparentes laminadas-aisladas compuestas de dos o más piezas laminadas de vidrio arquitectónico de calidades similares a los tipos AN de color por definir, unidas con adhesivos de baja flamabilidad y alto índice de protección UV y una o más láminas de material vítreo tipo AN o plástico, igual o mejor que los policarbonatos comecialmente disponibles, aislamiento por cámara de aire entre pieza laminada de vidrio del lado exterior o de ataque y la pieza laminada de material vítreo y/o plástico antiesquirlas del lado interior, diferente a películas de polivinilo teraftalato adheridas en frío, el cual debe contar con protección que ofrezca alta tolerancia a la abrasión y resistencia a los agentes químicos, grosor máximo total de 24 mm + 5% con capacidad de soportar disparos de armas portátiles pequeñas de potencia media, iguales o inferiores al calibre de pistola super .38 en las condiciones del estándar UL-752-94.

1.1.2 Condiciones específicas de piezas de nivel 1:

Transmisión de luz de la pieza laminada nivel 1, igual o mayor de 70%. Factor de transmisión de luz UV igual o menor del 1%.

1.2.- Descripción de elementos transparentes de nivel II (UL-752-94):

1.2.1 Descripción general

Vidrios, elementos o piezas transparentes laminadas-aisladas compuestas de dos o más piezas laminadas de vidrio arquitectónico de calidades similares a los tipos AN de color por definir, unidas con adhesivos de baja flamabilidad y alto índice de protección UV y una o más láminas de material vítreo tipo AN o plástico, igual o mejor que los policarbonatos comercialmente disponibles, aislamiento por cámara de aire entre pieza laminada de vidrio del lado exterior o de ataque y la pieza laminada de material vítreo y/o plástico del lado interior, el cual debe contar con protección que ofrezca alta tolerancia a la abrasión y grosor máximo total de 29 mm + 5% con capacidad de soportar disparos de armas portátiles pequeñas de potencia alta, (SPSA), iguales o inferiores al revolver calibre .357 Magnum, en las condiciones del estándar UL-752-94.

1.2.2. Condiciones específicas de piezas de nivel II

Transmisión de luz de la pieza laminada del nivel II igual o mayor de 50% factor de transmisión de luz UV, igual o menor del 0.80%.

1.3.- Descripción de elementos transparentes de nivel III (UL-752-94)

Vidrios, elementos o piezas transparentes laminadas-aisladas compuestas de dos o más piezas laminadas de vidrio arquitectónico de calidades similares a los tipos AN o HS de color por definir, unidas con adhesivos de baja flamabilidad y alto índice de protección UV y una o más láminas de vidrio y/o material plástico, igual o mejor que los policarbonatos comercialmente disponibles, aislamiento por cámara de aire entre pieza laminada de vidrio del lado exterior o de ataque y la pieza laminada de material vítreo y/o plástico del lado interior, el cual debe contar con protección que ofrezca alta tolerancia a la abrasión y grosor máximo total de 35 mm +- 5% con capacidad de soportar disparos de armas portátiles pequeñas superpotentes (SPSA), iguales o inferiores al revolver calibre 44 Magnum, en las condiciones del estándar UL-752-94.

1.4.- Características comunes a los niveles I, II y III

Capacidad antiexplosivos

Los elementos transparentes antibalas deberán estar en capacidad de tolerar, ubicados en los marcos tipo, situados a 7 metros de altura sobre el nivel de la calle, para el nivel 1; 4,50 metros de altura para el nivel II y 3 metros de altura para el nivel III, la sobrepresión incidente y reflejada de una onda de choque producida por una explosión equivalente a 20 kilos de TNT, a 1 metro de la vertical, mostrando un índice de retentividad post-explosión en el marco, igual o superior al 50% del peso total de la pieza laminada, conservando esta su capacidad de aislamiento completo del exterior y evitando la proyección de esquirlas hacia el lado interior o protegido.

En las especificaciones, además, se exigió la realización de pruebas de abrasión, resistencia a químicos, balística y antiexplosivos para el material a utilizar en la instalación de los vidrios, las cuales “podrán ser certificadas documentalmente por un laboratorio de pruebas de reconocido prestigio, similar a los laboratorios Underwriter Laboratories, H.P. White Laboratory o similares” (fls. 71-81 cuaderno 2).

5. El 27 de enero y 14 de febrero de 1995, el administrador delegado publicó las adendas n.º 1 y 2, dando respuesta a las observaciones formuladas por los proponentes (fls. 82-95 cuaderno 2). 

En el adendo 1 el administrador delegado y la interventoría dieron respuesta a las observaciones presentadas hasta el 10 de enero de 1995. Reclasificaron los niveles de seguridad, el nivel 3 se mantuvo  y el 5 pasó a ser 8. Establecieron que “el peso del vidrio depende de la formulación que haga cada proponente para lograr un espesor adecuado con un precio competitivo”. “No todas las ventanas V-2 y V-8 están especificadas en nivel 5 (ahora nivel 8 norma U.-752). El cambio del nivel de seguridad en los vidrios podrá hacerse como una opción, siempre y cuando se presente la oferta originalmente solicitada. La opción deberá venir sustentada con el respectivo estudio de seguridad”.

Con este adendo y debido a “los cambios sustanciales en los planos de la ventanería”, el administrador delegado y la interventoría dejaron constancia de haber entregado la nueva documentación, así:

“Los planos APV-1, APV-4 y APV-6 con sellos de la interventoría de la obra con fecha 10 de enero de 1995 reemplazan a los de la misma numeración, entregados con el pliego de condiciones de la invitación privada No. 2; los planos APV-12 y APV-13 son nuevos y muestran modificaciones fundamentales en la parte relacionada con el enchape en bronce.

El proponente deberá suministrar detalles de los mecanismos de cierre de los montantes, batientes y pivotes.

En estos planos se está indicando una solución para aumentar el volumen de aire en la ventilación del edificio, se solicita a los proponentes presentar una alternativa en el diseño de la venta, para reemplazar los basculantes, batientes y pivotes mostrados; el mecanismo deberá ser de fácil manejo en su apertura y cierre. (..). De acuerdo con los planos entregados con este adendo se modifica el cuadro de cantidades de obra y presupuesto, se anexan 5 hojas (con fecha enero 26/95), que reemplazan las entregadas con el pliego de condiciones” (fls. 87-88 cuaderno 2).

En la adenda 2 de 14 de febrero de 1995, el administrador delegado, la interventoría y la Dirección de Recursos Físicos del Consejo Superior de la Judicatura dieron respuesta a las observaciones planteadas por los proponentes entre el 11 de enero y el 6 de febrero del año en mención. Señalaron, entre otras cosas que i) “los proponentes pueden incluir todas las opciones que consideren convenientes, si éstas cumplen con las normas y pruebas solicitadas” y ii) para la prueba balística se debía aportar dos pruebas por cada nivel de seguridad y/o alternativa, “el proponente deberá enviar certificación de entidad estatal del país de origen o de laboratorio autorizado por la misma” (fls. 90-94 cuaderno 2).

Y, en el adendo 3  se prorrogó la fecha de cierre para el 8 de marzo de 1995 (fl. 95 cuaderno 2).

Las anteriores son las únicas especificaciones técnicas que reposan en la actuación.

6. El 7 de junio de 1995, mediante oficio n.º PJ-351, el Consejo Superior de la Judicatura, el administrador delegado y el interventor del contrato de obra n.º 003 de 1993 informaron a la sociedad Norment
 que la Sala Administrativa de la entidad pública, por recomendaciones de la Unidad de Asesoría en Seguridad de la Rama Judicial, “decidió cambiar los niveles de seguridad y se ha determinado no contratar la realización de la actividad”, de que trata la invitación privada n.º 2 de 1994, para contratar el suministro e instalación de vidrios de seguridad y del sistema estructural de ventanería blindada del Palacio de Justicia de Bogotá. Así mismo,  dio cuenta que “próximamente estaremos enviando a ustedes una nueva invitación a cotizar con los nuevos niveles de seguridad”. Con la comunicación fueron devueltos la oferta
 y sus anexos, materiales como la muestra de la ventana V-3 y ejemplares de muestras de vidrio para prueba balística (fls. 23-24 cuaderno 2). 

7. El 18 de septiembre siguiente, la sociedad Norment de Colombia Ltda., aceptó la nueva invitación a cotizar y puso en consideración del administrador delegado, sociedad Jairo González y Asociados Ltda., la oferta a nombre del grupo Norment Industries W.S.A., I.N.C. de Alabama, Montgomery, Estados Unidos, “junto con el grupo de las empresas que lo conforman”, más la participación del Grupo American Glass Products CO., AGP del Perú y de Colombia (fls. 25-26 cuaderno 2).

8. El 28 de septiembre de 1995, el Director de la Unidad de Asesoría de Seguridad de la Rama Judicial dio cuenta al Director de la Unidad de Recursos Físicos del Consejo Superior de la Judicatura los parámetros tenidos en cuenta para adelantar la evaluación de los nueve oferentes, esto es aquellos que presentaron nueva oferta por el cambio de las especificaciones técnicas, relacionadas con los niveles de seguridad. Señaló que, no obstante en los pliegos de condiciones “(..) se estableció que se admitirían certificaciones documentales de las pruebas de capacidades antibalísticas y antiexplosivos, de acuerdo al estándar UL-752, expedidos por entidades de reconocida autoridad en cada materia”, requiriendo consularización y autenticación cuando se tratara de certificaciones expedidas por autoridades extranjeras, “(..) se aceptaron los certificados no consularizados ni autenticados expedidos por entidades científicas reconocidas, cuando las constancias de pruebas se referían a los mismos materiales ofrecidos”. Anotó que “(..) en todos los casos se aceptaron como válidas las condiciones incluidas por cada proponente en su documentación sobre las condiciones de resistencia a la abrasión, resistencia a químicos, combustibilidad, transmisión de luz y manejo del factor UV, incluso las que están contenidas en catálogos genéricos de productos de otros fabricantes, pero incluidos en la oferta”. Precisó, además, que “(..) ninguno de los nueve (9) proponentes presentó constancias de pruebas objetivas de resistencia antiexplosiva, por lo cual se aceptaron pruebas computarizadas con programas tales como Bomb Utility, BombCAD, Blastop versión 1.5, BombCALC y Security Glazing Design Program versión 1.0, con cálculos adelantados por autoridades de reconocida solvencia técnica y basadas en las variables incluidas en el pliego de condiciones técnicas” (fls. 282-283 cuaderno 2).

9. El 23 de octubre de 1995, el director de la Unidad de Asesoría de Seguridad de la Rama Judicial dio cuenta al director de la Unidad de Recursos Físicos del Consejo Superior de la Judicatura de haber evaluado las “aclaraciones” presentadas por las firmas Insulgard, Norment, PTR-Séblico, Solar Control y Trading, empresas invitadas a cotizar los sistemas de ventanales de seguridad para la obra del Palacio de Justicia.

El funcionario señaló que la firma Insulgar cumplía con la experiencia y requerimientos técnicos requeridos. Y, en relación con la propuesta de Norment, precisó que, si bien contaba con “suficiente capacidad técnica para acometer una obra de estas dimensiones”, no demostró que el tipo de material ofrecido cumpliera con la capacidad antibalística ni antiexplosiva; no especificó detalles de ensamblaje y sellado del sistema de aislamiento de la cámara de aire (fls. 470-479 cuaderno 1 y 394-403 cuaderno 3).

10. El 6 de diciembre de 1995, el interventor del contrato de obra dio cuenta al director de Recursos Físicos del Consejo Superior de la Judicatura que para la contratación de la ventanería blindada del Palacio de Justicia se adelantaron dos invitaciones privadas. La primera se cerró el 8 de marzo de 1995, modificada por la entidad por razones técnicas y presupuestales y en la segunda se presentaron ofertas el 18 de septiembre siguiente (fls. 455-456 cuaderno 1).

11. El 13 de mayo de 1996, mediante fax, la sociedad Laurel RMS Ltda., asesor técnico contratado por el administrador delegado
, solicitó a la sociedad Norment acercarse a sus oficinas para aclarar algunos aspectos de la oferta y la confirmación del precio de la misma, con los costos directos en dólares sin incluir el IVA a la fecha. Puso de presente que “las empresas atendidas hasta el momento son Insulgar, Solar Control-Romag, Norment” (fl. 27 cuaderno 2).

Al día siguiente -14 de mayo-, la sociedad Norment informó al asesor técnico que mantenía los valores y condiciones de pago de la oferta presentada el 18 de septiembre de 1995, en la que se estableció la suma de $957 por dólar, “(..) mientras no ocurren hechos o circunstancias que modifiquen el equilibrio de la ecuación económica y las condiciones técnicas de nuestra oferta, lo que se concreta en: 1a. Alternativa Norment-AGP valor US$4.521.273 y 2a. Alternativa Norment-Viracon valor US$5.195.482”, previa deducción del IVA” (fl. 28 cuaderno 2).

12. El 19 de junio de 1996, mediante acta n.º 136, el comité de obra, integrado por los representantes del Consejo Superior de la Judicatura, el administrador delegado y la interventoría, dejaron la siguiente constancia:

“Los asesores de seguridad empiezan su presentación recordando que inicialmente se seleccionaron cuatro compañías que ofrecían soluciones adecuadas a las necesidades del Palacio de Justicia. Estas empresas son Norment, Insulgard, Trading y Solar Control.

De estas cuatro ofertas preseleccionadas, solo dos de ellas Norment e Insulgard cuentan con los recursos técnicos suficientes para atender un trabajo de la magnitud del Palacio.

Por otra parte, Norment, Insulgard y Solar Control son distribuidores autorizados de los fabricantes, los demás proponentes son intermediarios”.
Precisado lo anterior, los asesores del comité evaluaron y calificaron las propuestas como sigue:

“Para efectos de calificación se implementó un sistema de evaluación por puntos, con tope máximo de 100, con el cual se valorizan las propuestas técnica y económicamente.

El puntaje total y la comparación costo/beneficio en cuatro (4) ofertas, tres (3) de Norment y la de Insulgard son muy cercanas. La oferta Norment-AGP llena todos los requisitos técnicos, sin el uso de policarbonato. 

El ingeniero Gerardo Fries pregunta si la idea es no usar policarbonato.

El ingeniero Robert Smith responde que la oferta de Insulgard resulta muy costosa, precisamente por el uso del policarbonato, además, este componente es muy delicado en su mantenimiento y con los años cambia de color.

Aunque la alternativa Norment-AGP es ensamblada en Colombia, cuenta con todas las pruebas de laboratorio y tiene la ventaja del poco transporte del vidrio, evitándose las roturas. Ofrece también garantía de 10 años” (fls. 395-397 cuaderno 1).

13. El 24 de junio de 1996, los representantes del Consejo Superior de la Judicatura, del administrador delegado y de la interventoría, integrantes del comité de obra, solicitaron a Norment ajustar las especificaciones técnicas de la oferta, con el objeto de cumplir con las reglas del proceso de selección, en el sentido de no incluir dentro de los materiales a utilizar el policarbonato. Este es el contenido de la comunicación:

“En nuestro interés por finalizar el proceso de selección y obtener un precio más favorable dentro de nuestro presupuesto para el proyecto de ventanería de seguridad del nuevo Palacio de Justicia, requerimos la siguiente información de parte de su compañía:

1.- Policarbonato

Debido a aspectos técnicos estamos interesados en propuestas de ventanería de seguridad que cumplan con las especificaciones requeridas sin el uso de policarbonato. Si la propuesta de su compañía solo incluye el uso de policarbonato, le damos ahora la oportunidad de presentar una nueva propuesta sin el uso de este material.

2.- Cotización precio final

Le solicitamos enviarnos cotizaciones actualizadas en pesos colombianos a más tardar el 27 de junio próximo, para todas las opciones ofrecidas, con validez hasta el 30 de septiembre de 1996, indicando si incluye o no el IVA” (fl. 29 cuaderno 2).

14. El 5 de julio de 1996, el gerente de Norment informó al asesor técnico que se mantenía en la propuesta en los términos expresados en la carta de 14 de mayo, “pues a lo largo de este proceso siempre hemos incluido la alternativa que nos están requiriendo”. Al tiempo, allega certificaciones balísticas para los niveles 1, 2 y 3, antiexplosiva, antiabrasiva, de resistencia a químicos, combustibilidad y autoextinguibilidad, dando cuenta del cumplimiento de las exigencias técnicas (fls. 30-31 cuaderno 2).

15. El 23 de julio de 1996, a través del acta n.º 140, el comité de obra dejó constancia de haber recibido respuesta de cuatro proponentes “preseleccionados, a los que se les pidió actualizar sus ofertas y ofrecer alternativas”. Dieron cuenta de que i) la firma Insulgard mantenía su propuesta y, al tiempo, ofrecía un descuento del 8%; ii) Norment de Colombia Ltda. reiteró las condiciones de la oferta inicial, en los aspectos técnicos y económicos; iii) Solar Control mantuvo la cotización y ofreció una nueva opción para la parte metalmecánica y iv) Trading ofreció alternativa vidrio-policarbonato-vidrio, sin cámara de aire, por lo que el policarbonato no quedaba expuesto.

En el documento consta que el comité autorizó al asesor técnico que comunicara a los proponentes nombrados lo siguiente:

“En nuestro interés por finalizar el proceso de selección y obtener un precio más favorable dentro de nuestro presupuesto para el proyecto de la Ventanería de Seguridad del Palacio de Justicia, requerimos la siguiente información de parte de su compañía:

1.- Policarbonato

Debido a aspectos técnicos, estamos interesados en propuestas de ventanería de seguridad que cumplan con las especificaciones requeridas sin el uso de policarbonato. Si la propuesta de su compañía solo incluye el uso de policarbonato, le damos ahora la oportunidad de presentar una nueva propuesta sin el uso de este material.

2.- Cotización precio final

Le solicitamos enviarnos cotizaciones actualizadas en pesos colombianos, a más tardar el 27 de junio próximo, para todas las opciones ofrecidas, con validez hasta el 30 de septiembre de 1996, indicando si incluye o no el IVA.

Laurel RMS Ltda.” (fls. 387-394 cuaderno 1).

El mismo día, esto es el 23 de julio de 1996, la firma Laurel RMS Ltda. presentó a consideración del comité de obra la evaluación de las ofertas (fls. 1-63 cuaderno 10).

En relación con la propuesta de Norment de Colombia Ltda., el asesor técnico dio cuenta de cumplir con el ensamblado en Colombia, espesores y uso de cámara de aire; diseños del sistema de ventana muy bueno; marcos y accesorios, soportes y anclajes muy buenos; información comercial excelente; información de construcción, planos, datos y programación muy buenos; cumple con las certificaciones de combustibilidad, resistencia de abrasión, requerimiento balístico y explosivo; puntaje total 89; relación costo-puntaje 55. Estos fueron los comentarios:

“1.- Excelente reputación del producto.

2.- Muy buen concepto del diseño.

3.- La propuesta cumple todas las especificaciones técnicas para completar este proyecto.

4.- Esta compañía ha demostrado recursos y experiencia para completar este proyecto.

5.- El costo de la propuesta es alto.

6.- Información de explosivos es un programa modelo de computador y no la prueba de laboratorio requerida” (fls. 23-24 cuaderno 10).

Luego de evaluar cada una de las ofertas –sin pronunciarse sobre la presentada por Insulgar Corporation-, el asesor técnico concluyó que la mejor era la presentada por Trading, pues “no solo ofrece una de las mejores relaciones costo beneficio a un moderado precio, sino que también es ampliamente la más completa técnicamente” (fls. 46-47 cuaderno 10).

16. El 30 de julio de 1996, la sociedad Norment explicó al asesor técnico –sociedad Laurel RMS Ltda.- que, “si bien las obras en su mayoría utilizan vidrios producidos por Viracon, la experiencia necesaria para ofrecer un sistema integral de seguridad blindada y antiexplosiva la tiene Norment”. En cuanto al uso de policarbonato, el proponente reiteró su alternativa sin el uso de dicho material (fls. 33-34 cuaderno 2).

17. El 28 de agosto de 1996, el comité de obra presentó a consideración de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura el informe de evaluación de seis propuestas, poniendo de presente que una de ellas fue rechazada por cuanto solo ofreció vidrios y no el sistema integral. Dio cuenta de que las ofertas fueron recibidas el 8 de marzo de 1995. No obstante, por razones técnicas, la entidad resolvió no continuar con el proceso de selección y abrir uno nuevo con otro tipo de requerimientos, nueva invitación en la que se presentaron nueve oferentes, entre ellos, la sociedad Norment. De ello da cuenta los antecedentes del informe:

“El tema de las ventanas y vidrios de seguridad se ha venido tratando desde 1991, cuando una comisión de expertos enviada por el Gobierno de los Estados Unidos estudió e hizo recomendaciones sobre el asunto.

Los contactos habidos los adelantó el Ministerio de Justicia y tuvieron su origen en las posibles situaciones de amenaza surgidas con el narcoterrorismo que vivió Colombia, principalmente en 1989.

La firma de expertos escogida fue Silver y Ziskind Architects, quien presentó un informe en febrero de 1991, con algunas recomendaciones y requisitos de seguridad para el Nuevo Edificio del Palacio de Justicia de Bogotá.

También hubo intervención del personal de seguridad de la Embajada de los Estados Unidos en Bogotá y se realizaron algunas entrevistas en Estados Unidos por parte de directivos del Ministerio de Justicia. De esta manera y en forma conjunta fue como se determinó la seguridad del edificio: los muros proyectados en mampostería se cambiaron a concreto reforzado, los marcos fijos de ventanas se definió en un nivel 3 de seguridad correspondiente a la norma UL-752.

Posteriormente, a principios de 1994, el ingeniero Tom O´Hara, consultor del Departamento de Estado de los Estados Unidos, recomendó usar el nivel 5 en las fachadas principales y en los niveles inferiores y un nivel 3 a partir del tercer piso.

Finalmente, por modificación de la norma UL-752 en abril de 1994 se pasó del nivel 5 al nivel 8 (es conveniente anotar que la diferencia entre niveles está dada en el número de impactos que exige la prueba balística).

En diciembre del mismo año 1994 quedó organizada la invitación privada NO. 02 por medio de la cual se solicitaron ofertas para ventanas, enchapes en bronces y vidrios de seguridad con niveles 3 y 8, de acuerdo a la norma UL-752.

Las propuestas correspondientes fueron recibidas el 8 de marzo de 1995.

Se presentaron 7 proponentes, pero uno de ellos no fue aceptado por cuanto su oferta se limitó a los vidrios y no al sistema integral de ventanería, tal y como eran las condiciones establecidas en la invitación privada, el proponente eliminado fue Saint Gobain de Colombia.

Los otros seis proponentes, los cuales presentaron 26 ofertas, fueron los siguientes:

1.-Norment $8.407.090.362

2.- Vitriplex $9.138.779.737

3.- Solar Control $7.823.256.484

4.- Insulgar $7.348.947.602

5.-Grijalba $7.447.596.528

6.- Alco S.A. $4.195.027.194

(valores sin IVA)

Como consecuencia de una evaluación y estudio técnico adelantado por la Unidad de Asesoría de Seguridad de la Rama Judicial, sobre las propuestas presentadas, se pudo conceptuar que no era necesario colocar a la ventanería del Palacio unos niveles de seguridad tan alto (ver concepto del Coronel Álvarez, en el que hace referencia a la tragedia de Oklahoma USA).

A raíz de lo anterior, se determinó la conveniencia de reevaluar los conceptos sobre la protección del edificio, razón por la cual no se debía adjudicar la invitación privada, pues las especificaciones sobre la ventanería habían cambiado. Era necesario entonces organizar una nueva invitación.

La consulta se llevó directamente a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, la cual en oficio de 26 de mayo de 1995, dirigida al administrador delegado de la obra del Palacio de Justicia, conceptuó textualmente lo siguiente:

“En su sesión del miércoles pasado la Sala Administrativa consideró la consulta formulada por usted en torno al nivel de seguridad de que deben ser provistas las ventanas y vitrales externos en las fachadas interior y exterior del Palacio de Justicia que se construye en Santafé de Bogotá.

En opinión de la Sala una razonable evaluación de todas las circunstancias pertinentes, basada en las informaciones que tanto usted como el señor interventor suministraron a la Sala el dictamen de la Unidad de Asesoría de Seguridad de la Rama Judicial que es la dependencia del Consejo especializada en la materia, los niveles deseables, de seguridad son el 3 para la primera planta del edificio, el 2 en la segunda y el 1 en las restantes, entendiendo que para el efecto se está utilizando el estándar UL-752 de abril de 1994” (firmado Hernando Yepes Arcila, Presidente Sala Administrativa).

Atendiendo la recomendación de la Sala Administrativa y siguiendo instrucciones del asesor de seguridad, se precisaron nuevos términos y nuevas especificaciones para las ventanas de seguridad y fue así como se organizó una nueva invitación privada para las ventanas, enchapes en bronce y vidrios de seguridad con niveles 1, 2 y 3 de acuerdo a la norma UL-752.

Las nueve propuestas se recibieron el 18 de septiembre de 1995 y sus valores sin IVA fueron:

1.- Norment de Colombia Ltda. $5.394.341.588

2.-Trading Ltda. $3.399.168.974

3.- Grijalba Construcciones Metálicas $4.995.858.876

4.- Consorcio PTR-Séblico $2.624.090.746

5.- Solas Control-Romag $2.843.326.020

6.- Consorcio Alco-Prodiser $3.019.976.858

7.- Vitriplex Ltda. $2.740.850.813

8.-Insulgar Corporation $4.872.373.816

9.- Intervidrios Ltda. $3.159.175.060

Las ofertas de inmediato pasaron a evaluación y estudio del Comité de Obra y del Asesor de Seguridad del Consejo Superior de la Judicatura”.
De conformidad con las recomendaciones del  Asesor de Seguridad de la Rama Judicial, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura modificó los niveles de seguridad de la ventanería. Por tanto, el Comité de Obra organizó una nueva invitación privada a trece empresas y el 18 de septiembre de 1995 recibió nueve propuestas.

Las ofertas fueron evaluadas por el Asesor de la Rama Judicial, quien estableció cincuenta y ocho condiciones que debían cumplir los proponentes en los tres niveles de seguridad. De los nueve, cinco fueron rechazados por no cumplir con los requisitos mínimos. Los seleccionados fueron:

	
	Condiciones mínimas

	Insulgar
	46

	Norment-AGP
	29

	Norment Viracon
	21

	Trading Viracon
	14

	Solar Control
	13

	Solar Control
	12


A estas empresas se les solicitó aclaración sobre la información contenida en sus ofertas. Luego de realizada la evaluación, el asesor recomendó a la empresa Insulgar Corporation de los Estados Unidos, por ser “la empresa que posee suficiente experiencia en la ejecución de proyectos (suministro e instalación) de dimensiones superiores y similares a las del Palacio de Justicia”.
El informe de evaluación también hace referencia a la valoración adelantada por el asesor técnico Laurel RMS Ltda., firma que reemplazó al Asesor de Seguridad, la que, luego de analizar las ofertas presentadas, rechazó cinco, por no cumplir con las especificaciones y estableció un orden de elegibilidad con cuatro de ellas a saber:

	Trading Viracon
	Con cámara
	91 puntos

	Trading Viracon
	Sin cámara
	89 puntos

	Insulgar
	Con cámara
	80 puntos

	Normetn AGP
	Con cámara
	77 puntos

	Normet Viracon
	Con cámara
	77 puntos

	Normet Viracon
	Sin cámara
	74 puntos

	Solar Control
	Sin cámara
	65 puntos

	Solar Control
	Con cámara
	61 puntos

	Solar Control
	Sin cámara
	58 puntos


El asesor técnico recomendó seleccionar a la firma Trading, por razones de costo beneficio, pero a la vez estableció que “cualquiera de los cuatro proponentes se encuentra en capacidad de realizar el proyecto”.

En relación con los informes de los asesores, el comité de obra encontró varias incongruencias en los análisis, cambios de criterios para el sistema de calificación, variaciones en los resultados, “cambio en la selección de la mejor oferta” y una recomendación realizada a los cuatro proponentes para presentar nueva oferta eliminando el policarbonato, reemplazándolo por vidrio.

El comité se apartó de las consideraciones de los informes, por “romper la igualdad de condiciones” y modificar las especificaciones de la invitación.

Por lo anterior, el comité de obra solicitó “en tres ocasiones aclaraciones a los asesores con el fin de superar las incongruencias de los informes”, al tiempo que estableció “su propio sistema de calificación que consistió en evaluar 18 ítems agrupados en cuatro capítulos”, así:

“I. Sistema integral de ventanería de seguridad

II. Pruebas técnicas

III. Programación-plazo-garantía-experiencia

IV. Precio”.
Luego de la evaluación de las ofertas, el comité de obra estuvo de acuerdo con los asesores en el sentido de solo tener en cuenta las cuatro firmas preseleccionadas y procedió a calificarlas con una nueva metodología. De esta forma concluyó:

“(..) para la calificación se tuvo en cuenta las especificaciones solicitadas en la invitación, con el fin de que todos los proponentes estuviesen en igualdad de condiciones con la información presentada por cada uno de ellos y se preocupó por cumplir el objetivo de que la calificación comprendiera todos los requisitos exigidos.

Es importante destacar que el Comité de Obra, partiendo de una evaluación pormenorizada de las ofertas, planos, documentos adicionales solicitados, visitas a los proponentes y reuniones con ellos, llegó a la conclusión, bajo su propio criterio, de seleccionar los proponentes en el siguiente orden, siguiendo el puntaje dado por el Comité.

	
	Puntaje total

Calificación sobre 1000 puntos
	Puntaje técnico
	Relación costo/puntaje técnico

	Insulgar
	935
	730
	6.67

	Trading
	655
	450
	7.55

	Norment 
	570
	400
	13.49

	Solar Control 
	355
	185
	15.37


La oferta de INSULGAR CORPORATION fue seleccionada por ser la única que cumple con todos los requisitos especificados en la invitación, especialmente en lo relativo a la prueba antiexplosiva, factor determinante en el diseño del sistema integral. También fue determinante la calidad de los marcos, la composición y espesores de los vidrios y la experiencia en suministro e instalación de ventanería de seguridad. Por tanto y no obstante ser la segunda oferta más costosa, el comité recomienda se le adjudique al proponente Insulgard Corporation.

El sistema recomendado cumple en un alto porcentaje las especificaciones solicitadas y ofrecerá a los ocupantes del edificio una buena seguridad”.
El comité de obra estableció cuatro criterios de calificación de las ofertas, los cuales no hicieron parte de los pliegos de condiciones de la invitación privada:

“El comité consideró cuatro aspectos básicos para la evaluación de las ofertas: 1º. Sistema integral de ventanería de seguridad. 2º. Pruebas técnicas a los materiales ofrecidos. 3º. Programación, plazo de ejecución, experiencia comprobada y garantía ofrecida por los proponentes y 4º. Precio de las ofertas.

Se partió de un puntaje total de 1000 unidades que se distribuyó de la siguiente manera:

Sistema integral de ventanería: 250 puntos

Pruebas técnicas: 250 puntos

Programación, plazo, experiencia, garantía: 250 puntos

Precio: 250 puntos

Total

Los tres primeros numerales, con el fin de facilitar y hacer más objetiva su calificación, se dividirán a su vez en sus componentes más significativos así:

1.- Sistema integral de ventanería de seguridad

1.1. Diseño estructural de marcos y anclajes-construcción: 90 puntos

1.2. Vidrio-espaciador-policarbonato/poliéster: 90 puntos

1.3. Diseño arquitectónico-bronce-pintura-acabados: 50 puntos

1.4. Herrajes y batientes: 10 puntos

1.5. Empaques: 10 puntos

Total: 250 puntos

2.- Pruebas técnicas

2.1. Antiexplosiva al sistema vidrio-marco: 120 puntos

2.2. Balística: 80 puntos

2.3. Abrazión-taber 100/taber 1000/silie: 10 puntos

2.4. Combustibilidad/inflamibilidad/auto infam.: 10 puntos

2.5. Resistencia a químicos: 10 puntos

2.6 Transmisión de luz: 10 puntos

2.7. Control rayos ultraviolentas: 10 puntos

Total: 250 puntos

3.- Programación-plazo-garantía-experiencia

3.1. Programación pert y Gantt (barras): 50 puntos

3.2. Plazo de ejecución de la obra: 50 puntos

3.3. Certificación de suministro e instalación de marcos y vidrios de seguridad: 90 puntos

3.4. Documentos legales, constitución, balances: 25 puntos

3.5. Garantías: 35 puntos

Total: 250 puntos

4.- Precio: 250 puntos”.
En lo atinente al sistema integral de ventanería de seguridad, el comité de obra otorgó el máximo puntaje de 90 puntos a la propuesta de Insulgar. Concluyó que “presentó detalles bastante completos y bien resueltos. El diseño del sistema se estandarizado, sencillo, de fácil instalación y se prevé con esta propuesta un montaje muy rápido y ágil”; empero, al tiempo dejó constancia de que “está sin solucionar el sistema de ventilación de la ventana V-3” (fl. 108 cuaderno 2). 

La propuesta Norment, por su parte obtuvo cero puntos, calificación fundada en que “(..) solo presenta un detalle constructivo para vidrios del nivel 3, correspondiente a uno de los perfiles verticales de la ventana V-3. Este elemento representa el 10% del total de la ventanería. Repite el mismo detalle para vidrios de niveles 1 y 2, los que no son aplicables. No hay especificación de anclajes, soldaduras y materiales a utilizar” (fl. 109 cuaderno 2).

En cuanto al vidrio-espaciador-policarbonato, la firma Insulgar obtuvo 90 puntos y Norment 30 puntos, comoquiera que el policarbonato no cumplió con el espesor requerido, esto es 12.7 mm y se ofreció 10 mm y solo cumple con el nivel de seguridad 1.

En relación con el diseño arquitectónico, Insulgar obtuvo 35 puntos y Norment cero puntos, por no haber propuesto una solución de diseño.

En cuanto a los herrajes y batientes, Insulgar presentó catálogos, muestras y planos, pero las ventilaciones no contaban con mecanismo de control. Obtuvo cinco puntos. Norment no presentó catálogos ni planos.

En relación con la prueba antiexplosiva, Insulgar presentó las certificaciones requeridas “con simulaciones de computador” y obtuvo 120 puntos, Norment, por su parte, solo cumplió con la prueba para el nivel 1 de seguridad, además “el reporte no se encuentra firmado por autoridad alguna ni por entidad responsable de ninguna clase, no figura notarizado o ni consularizado”. La prueba de balística y demás fueron cumplidas por ambos proponentes, obteniendo los máximos puntajes cada uno e igualmente por el plazo de ejecución ofrecido.

En cuanto a la experiencia, Insulgar acreditó 25 años y obtuvo por la obra del Bank of America de 8 826 metros cuadrados 90 puntos y Norment 55 puntos, pues de la relación de las obras ejecutadas solo se tomó la más representativa, sin justificar el por qué se desechaban las demás, respecto a la instalación acreditada de ventanería de la Embajada del Reino de Arabia Saudita, con 1 505 metros cuadrados.
Y, por el factor precio, Insulgar obtuvo 205 puntos y Norment 170 puntos. “Para la calificación del precio el Comité determinó a partir del promedio aritmético de las propuestas al cual se da el puntaje máximo de 250 puntos. La calificación de cada propuesta se determina calculando la desviación porcentual a partir del promedio aritmético” (fls. 421-494 cuaderno 3, 2-71 cuaderno 8, 96-165 cuaderno 2).

18. El 29 de agosto de 1996, mediante acta, el comité de obra dejó constancia de haber evaluado nueve ofertas, recibidas el 18 de septiembre de 1995, por los siguientes valores:

“1.- Norment de Colombia Ltda. $5.394.341.588

2.- Trading Ltda. $3.339.168.974

3.- Grijalba Construcciones Metálicas $4.995.858.876

4.- Consorcio PTR-SEBLICO $2.624.090.746

5.- Solar Control-ROMAG $2.843.326.020

6.- Consorcio Alco-Prodiser $3.019.976.858

7.- Vitriplex Ltda. $2.740.850.813

8.- Insulgar Corporation $4.872.343.816

9.- Intervidrios Ltda. $3.159.175.060”.
El comité resolvió escoger la propuesta presentada por la firma Insulgar Corporation. Del contenido del acta se transcriben los siguientes apartes:

“(..) se analizaron los conceptos, calificaciones y recomendaciones presentados por el asesor de seguridad del Consejo Superior de la Judicatura, entre enero y noviembre de 1995 y por la firma asesora contratada, Laurel RSM Ltda., entre mayo y agosto de 1996.

Ante las diferencias de criterio e incongruencias encontradas, el comité de obra determinó establecer su propio estudio y calificación de las propuestas, lo cual se vino efectuando durante los últimos meses de 1995, lo corrido de 1996 y principalmente durante las tres últimas semanas de agosto de 1996.

El estudio y recomendación del comité de obra está contenido en tres libros así:

1.- Informe páginas 1 a 71.

2.- Anexo 1 antecedentes páginas 1 a 193

3.- Anexo 2 Unidad Asesoría Seguridad páginas 194 a 299

Laurel RMS Ltda. páginas 300 a 437.

Estos documentos fueron presentados a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura durante su reunión de agosto 29, la cual se declaró informada de la actividad desarrollada por el comité de obra y lo autorizó escoger la oferta de Insulgard Corporation, por valor de $4.872.343.816 más IVA, con plazo de 8 meses, tal como se recomienda en la página 011 del informe.

Se autoriza a Jairo González Arévalo y Asociados para que proceda con la celebración del contrato correspondiente” (negrillas fuera de texto).
A renglón seguido firman los representantes del Consejo Superior de la Judicatura –dos arquitectos-, del administrador delegado –un arquitecto y un ingeniero- y de la interventoría –un ingeniero y un arquitecto- (fls. 429-430 cuaderno 1).

El mismo día, en sesión extraordinaria, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura discutió, entre otras cosas, i) la elaboración de listas de candidatos para proveer el cargo de una plaza en la Sala Civil, Laboral y Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Sincelejo; ii) los proyectos de resolución que decidían los recursos de apelación sobre reconocimiento de la Judicatura y iii) los proyectos de acuerdo, por medio de los cuales se estructuran dependencias de la entidad, incorporación a la planta de persona, normas sobre listas de candidatos y vacancias judiciales. Al tiempo, escuchó y recibió el informe de evaluación presentado por el comité de obra, en el que se estableció que la mejor propuesta fue la presentada por la firma INSULGARD. De ello da cuenta el acta suscrita por el presidente y secretario de la entidad. El literal c) denominado “Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá (ventanería de seguridad)” es del siguiente contenido:

“El doctor Orlando Bossa Brieva, Director de la Unidad de Recursos Físicos e Inmuebles, indicó que el informe entregado a los señores magistrados, es un estudio realizado por el comité en el cual se plasma el trabajo que éste ha adelantado durante dos años respecto a este tema.

El doctor Jaime González, representante de la firma administradora delegada comentó que el informe contiene la comparación de las propuestas desde el punto de vista técnico y económico, así como su respectiva evaluación. 

A continuación, procedió a dar lectura al informe presentado.

Indicó que atendiendo las recomendaciones presentadas por el Coronel Álvarez Mendoza, Director de la entonces Unidad de Seguridad del Consejo Superior de la Judicatura, se solicitaron aclaraciones y precisiones a las cuatro firmas proponentes preseleccionadas y se determinó que la mejor propuesta es la presentada por la firma INSULGARD, teniendo en cuenta las características y pruebas técnicas presentadas, el sistema integral de seguridad, incluyendo la ventanería, la experiencia de la firma, así como el costo de la propuesta en relación con el beneficio ofrecido.

Explicó las especificaciones de los vidrios y pruebas técnicas presentadas.

El Magistrado Villalba Bustillo anotó que el informe presentado no tiene mayor alcance que el de enterar a la Sala del proceso adelantado, pero no implica decisiones por parte de ésta ni responsabilidad de la misma, de conformidad con la ley y con la naturaleza del contrato de administración delegada.

El Magistrado Escobar Trujillo precisó que la decisión la toma el administrador delegado con fundamento en las políticas que en materia de seguridad señaló la Sala, atendiendo las necesidades.

El Magistrado Orozco Orozco puntualizó que entonces la Sala se da por enterada del informe presentado.

El doctor Jairo González comentó que la firma INSULGARD invitó al comité técnico para que visite sus instalaciones en los Estados Unidos, por consiguiente quisiera conocer el concepto de la Sala al respecto antes de tomar cualquier decisión.

El doctor Bossa Brieva anotó que todos los proponentes hicieron esta invitación, sin embargo le inquieta al comité aceptar cualquiera de éstas, cuando ya se tiene definida la selección.

El Magistrado Cáceres Corrales estimó inconveniente aceptar la invitación como tal, pero consideró muy importante hacer una visita de inspección, al menos a la firma que presentó la mejor propuesta, por tanto podría estudiarse la posibilidad de realizar dicha visita.

La Magistrada Mosquera de Meneses reiteró que estas decisiones atañen exclusivamente al administrador delegado, además encuentra inviable que con cargo al presupuesto de este proyecto se financiar dicha visita, cuando ya es bastante considerable la partida destinada a él.

El Magistrado Orozco Orozco manifestó que como se indicó en el informe, las firmas proponentes presentaron muestras de los vidrios ofrecidos que permitieron verificar sus especificaciones y calidad, con base en los cuales se les calificó. Además, es posible solicitar toda la documentación que el comité estime necesario.

La Sala dio por recibido el informe rendido y agradeció la presencia de los integrantes del Comité Técnico de la Obra del Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá” (negrillas fuera de texto, fls. 2-8 cuaderno 3). 

Al día siguiente, esto es el 30 de agosto de 1996, el director general de la obra informó a Norment de Colombia Ltda. que la invitación a cotizar el Sistema de Ventanería Blindada del Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá “(..) le fue adjudicada a la firma Insulgar Corporation, en el Comité de Obra No. 144  celebrado el día 29 de agosto de 1996. Sirva esta comunicación para agradecer la atención prestada a la obra del Palacio de Justicia, con la presentación de su cotización, las aclaraciones solicitadas en diversas ocasiones y atendidas oportunamente” (negrillas fuera de texto, fl. 1 cuaderno 2).

19. El 3 de septiembre siguiente, el representante de Norment de Colombia Ltda. dio cuenta al Director General de la Obra que “(..) acusamos recibo de su comunicación de fecha 30 de agosto del presente año, recibida el 2 de septiembre, en donde nos informan de la adjudicación de la licitación de la referencia a Insulgar Corporation durante el Comité de Obra No. 144, celebrado el día 29 de agosto de 1996” (fls. 2-3 cuaderno 2).

20. El 16 de julio de 1997, la Contraloría General de la República puso de presente al Presidente del Consejo Superior de la Judicatura que el proceso de selección del contratista de la ventanería de seguridad blindada del Palacio de Justicia se “ajustó a los principios de transparencia, responsabilidad y objetividad” (cuaderno 11). 

21. El 29 de octubre de 1997, el Director de la Unidad de Asesoría de Seguridad de la Rama Judicial dio cuenta al Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura que “(..) la decisión sobre el proceso de evaluación final, adjudicación y formalización del respectivo contrato de adquisición de ventanería blindada del Palacio de Justicia se tomó el 28 de agosto de 1996”. Puso de presente la investigación disciplinaria adelantada por la Procuraduría General de la Nación, en razón de la queja presentada por la sociedad Norment de Colombia Ltda., por cambio de especificaciones técnicas en cuanto a la disminución de los niveles de seguridad, por razones de costo-beneficio, debidamente sustentadas, modificaciones que, según su versión, no fueron contradichas por el proponente quejoso, sino posterioridad a la adjudicación. Señaló que en el proceso de selección para la contratación del suministro e instalación de los vidrios de seguridad y del sistema estructural de ventanería blindada, se presentaron nueve oferentes, “que cumplieron las 58 condiciones técnicas”, quienes tuvieron la oportunidad de aclarar sus propuestas y obtener la calificación respectiva. Sostuvo que la firma Norment de Colombia Ltda. incurrió en una serie de imprecisiones y contradicciones e incumplió aspectos técnicos, pues no ofreció piezas de policarbonato, propuso el uso de materiales incompatibles, las pruebas computarizadas antiexplosivas no determinan con claridad los productos utilizados y resultados obtenidos. Por último, precisó que el comité de obra era el encargado de evaluar y hacer modificaciones a los pliegos (fls. 10-28 cuaderno 3).

22. En la actuación también reposa la declaración del Coronel Héctor Álvarez Mendoza, director de la Oficina de Asesoría de Seguridad de la Rama Judicial. Puso de presente su experiencia y conocimiento amplío en obras de seguridad, específicamente ventanería blindada, razón por la cual fue designado como asesor técnico y experto de la Rama Judicial. Dio cuenta de que “(..) en la invitación privada se había incurrido en errores garrafales por parte del Comité de Obra, especialmente relacionados  con la forma imprecisa como se especificaron los términos de referencia demostrando una ignorancia completa del conocimiento del protocolo de pruebas balísticas”. También señaló que “(...) aunque los términos de referencia fueron fijados por el comité de obra y no por el suscrito tengo entendido que se aceptaban las pruebas computarizadas como alternativa de criterio de evaluación ante las dificultades reales de adelantar en Colombia o en cualquier laboratorio del mundo una prueba real y objetiva lo que supondría reproducir condiciones arquitectónicas de un edificio considerablemente completo. En términos generales, se tiene conocimiento que una prueba real en un laboratorio especializado supone un elevado costo adicional a cualquier proceso de adquisición por lo que las pruebas computarizadas se tomaron como aceptables, por cierto esta condición solo la ofrecieron los proponentes Norment e Insulgar” (negrillas fuera de texto, fls. 244-249, 250-256 cuaderno 3).

De igual forma, el testigo afirmó que Norment AGP presentó tres propuestas a saber “propuesta A AGP-Norment, propuesta B Viracom-Norment y propuesta C Viracom Norment”. En relación con la primera, el deponente hizo los siguientes reparos:

“1) no ofreció piezas de policarbonato de acuerdo a la exigencia específica contenida en el pliego de condiciones, 2) propuso el uso de películas antilacerativas y 3) la constancia de pruebas computarizadas antiexplosivas realizadas por el señor Ronald Massa, en su carácter de asesor técnico del proponente, no identifican las piezas evaluadas, su composición, dimensiones, códigos de fabricación, ni otras características que permitan su identificación con el fin de relacionar con precisión los resultados aportados con el material ofrecido, además tales reportes no están respaldados por laboratorio o autoridad oficial alguna”. 

En cuanto a la segunda oferta, el declarante adujo:

“El proponente planteó el uso de Uretano como adhesivo para las piezas de policarbonato, material técnicamente inconveniente por su alta inflamabilidad y su capacidad para producir gases tóxicos además de su exagerada condición adhesiva, que puede producir stress superficial sobre las piezas adheridas. (..). Por último la empresa Viracom productora de las piezas ofrecidas por Norment explica en su propio catálogo que su producto no es hermético y que es para uso interior exclusivamente. Ante tal aclaración oficial procedente del mismo fabricante es claro que esta segunda propuesta de Norment no cumplía los requisitos básicos, pues el riesgo del mismo es la generación de hongos en la cámara de aire, lo cual afectaría a futuro las piezas adquiridas; así mismo es claro que las necesidades del Palacio exigían materiales para uso exterior, lo cual era desaconsejado (sic) por el mismo fabricante Viracom”.

Y, en cuanto a la tercera propuesta, el declarante señaló:

“1) No se ajustó a las condiciones de pliego, pues no ofreció la alternativa de la cámara de aire. 2) Propuso adhesivos de Uretano para las piezas de policarbonato, inconveniente por las razones anotadas. 3) propuso películas antilacerativas, desaconsejadas (sic) entre otras personas por el Dr. Ronald Massa, quien figura como asesor técnico del proponente. 4) la solución planteada a base de piezas de cristal unidas a piezas de policarbonato es desaconsejable (sic) por cuanto estos dos elementos presentan incompatibilidades insuperables derivadas de sus diferentes niveles de expansión y contracción, lo que provoca futuras desalaminaciones y burbujas que afectan la transparencia del material” (fls. 351-354 cuaderno 2).

Para mayor comprensión del asunto, el testigo presentó al a quo un informe escrito sobre el conocimiento que tuvo del proceso de selección. Se trascribe in extenso:

“Introducción:

Para aclarar brevemente detalles importantes, inmersos en el extenso expediente del proceso de la referencia, a continuación se exponen observaciones técnicas de los productos ofrecidos en las tres (3) propuestas del demandante, Norment de Colombia, expresadas en algunos casos por sus propios fabricantes, representantes y comercializadores, que aclaran objetivamente las razones que probablemente condujeron a las entidades competentes a descartarlas como opciones aceptables para la obra del Palacio de Justicia de Bogotá. 

BREVE RESUMEN INICIAL: El demandante, Norment de Colombia, invitado a cotizar la ventanería blindada del Palacio de Justicia de Bogotá, presentó tres (3) propuestas, denominadas respectivamente así: 

Propuesta # 1, Norment-Viracom. Sistema con piezas de cristal y policarbonato, aisladas por "cámara de aire", denominado "Replaceable Glass System" o sistema de vidrio reemplazable, por el fabricante Viracom de EEUU. 

Propuesta # 2, Norment-Viracom compuesta de cristal unido directamente al policarbonato, sin aislamiento por "cámara de aire". 

Propuesta # 3, AGP-Norment, a base de Cristal aislado con "cámara de aire" y película adhesiva.

Analicemos brevemente cada una de las tres opciones:

A.- Propuesta # 1, Norment- Viracom. Con piezas de cristal y policarbonato, con aislamiento por "cámara de aire", denominado por el fabricante, "Replaceable Glass System" o sistema de vidrio reemplazable.

B.- Esta propuesta de ventanería blindada para al Palacio de Justicia de Bogotá, mereció las observaciones que adelante se describen, relacionadas con las condiciones técnicas exigidas en los pliegos de referencias: 

La propuesta Norment-Viracom, presentada por Norment de Colombia, a base de láminas de cristal y policarbonato, aisladas con "cámara de aire ", ensambladas en EU por Viracom, filial de Norment USA, están concebidas exclusivamente para uso en interiores, tal como lo manifiestan expresamente los fabricantes (..). (Traducción: "Observaciones sobre el producto: Los sistemas de "cristal reemplazable" no son unidades de aislamiento sellado y se recomiendan únicamente para utilización en interiores ".) 

Viracom advierte que el ensamble no es herméticamente sellado, lo que origina futuro riesgo de contaminación y hongos y elimina de un tajo las ventajas mecánicas del "colchón neumático" que ofrece la "cámara de aire ", pues las piezas aisladas sin hermeticidad, naturalmente pierden la capacidad de retener el aire a presión en su interior. La ausencia de hermeticidad en el sistema equivale a tener una llanta con un roto en el costado. Sigue siendo una llanta, pero no sirve para los propósitos buscados. Vale destacar que el experto de Norment, R. Massa en el informe técnico entregado por Norment de Colombia, se refiere elogiosamente a las ventajas de la "cámara de aire". Por tales razones, la advertencia del fabricante es obvia, pues a la observación mencionada, se agrega que la contaminación proveniente del exterior de un edificio es mayor que la del interior del mismo. Tales razones técnicas y prácticas explican por qué este producto es recomendado por el fabricante, exclusivamente para uso interior.

4.- Estas notas técnicas procedentes de autorizadas fuentes del fabricante descartan de plano esta propuesta Viracom-Norment, pues en el caso del Palacio de Justicia de Bogotá, la necesidad de protección se destinaría al montaje enmarco exteriores, del edificio, como se precisó previamente en el numeral 1.6 vidrios para uso exterior, numeral 16.10 del SD UL-752.94 del oficio 127 del 17 de junio de 1995, dirigido por la Unidad de Seguridad a la Unidad de Recursos Físicos, en el cual se definen las condiciones técnicas de los materiales.

5.- En la misma propuesta Viracom-Norment, (Replaceable Glass System), Norment de Colombia propuso el uso de empaques de neopreno, material física y químicamente incompatible con el policarbonato, protuberante falla técnica que José Manheim, representante de la empresa, reconoció verbalmente y se comprometió a corregir. 

6.- CONCLUSIÓN: Las razones técnicas citadas, justifican por sí solas, el descarte de dicha propuesta, sin necesidad de asesoría técnica alguna que así lo aconsejara, pues está claramente demostrado que NO CUMPLIÓ las condiciones mínimas requeridas para el proyecto del Palacio de Justicia, por tratarse de productos inadecuados para el uso requerido, según manifestación espontánea del fabricante. 

B. Propuesta # 2, Norment-Viracom compuesta de cristal pegado al policarbonato, SIn aislamiento por "cámara de aire". 

La propuesta descrita Jue objeto de observaciones sobre las exigencias técnicas del pliego de condiciones, por las razones que se explican a continuación: 

1.- Esta opción Viracom-Norment propuso piezas no aisladas de cristal y policarbonato, mezcla inconveniente por la incompatibilidad de coeficientes de contracción y dilatación de productos diferentes, o sea el despegue del cristal y el policarbonato, debido a reacciones físicas distintas ante el calor y los rayos del sol, especialmente en latitudes tropicales, como es el caso de Bogotá. El mismo Barry L. White, en su oficio al gerente Carrillo, de Norment de Colombia, reconoce la existencia del problema, aunque pretende que el fenómeno no se presentaría en sus productos, afirmación que estaría por constatarse. El fenómeno de deslaminación se manifiesta con la aparición de burbujas, defecto imposible de corregir una vez que ocurre, con la consiguiente degradación de la transparencia y calidad estética de los ventanales, riesgo que no tendría por qué asumir la obra del Palacio de Justicia. 

2.- Además, en esta opción en particular, Norment de Colombia, no ofreció "cámara de aire", desestimando así una de las exigencias técnicas previamente fijadas. 

3.- CONCLUSIÓN: Por las razones técnicas descritas, la oferta Viracom-Norment # 2, NO CUMPLIÓ las exigencias técnicas definidas en los términos de referencia, conocidos y aceptados previamente por Norment de Colombia y por los demás invitados a cotizar, pues su producto no ofreció el sistema de "cámara de aire ", exigido en los términos de referencia.

A. Propuesta # 3, AGP-Norment, a base de cristal aislado con "cámara de aire y películas adhesivas. 

Esta fórmula de piezas de cristal, con "cámara de aire", con películas adhesivas, mereció observaciones sobre las condiciones técnicas deseables, por las siguientes razones: 

El sistema con películas adhesivas fue desaconsejado con anterioridad por el propio R. 

Massa, asesor de Norment de Colombia, luego del caso del atentado terrorista de Oklahoma el 19 de abril de 1995. En la revista norteamericana "A/P" especializada en temas de seguridad, en su edición de junio de 1995, se publicó el artículo "A Safety Lessonfrom Oklahoma City", en el cual se afirma textualmente: 

(..) (Traducción: "El daño más representativo a personas ya propiedades en el 75% de los atentados dinamiteros, es la falla del cristal arquitectónico, afirma el doctor Ronald Massa, un consultor de seguridad, presidente de la empresa Loron Corporation de Burlington, Massachussets". Algunas de las ventanas que pusieron en peligro a ocupantes de edificios en Oklahoma City tenían vidrios cubiertos con películas adhesivas. "Estas películas, fueron originalmente concebidas con propósitos de aislamiento térmico", afirma Massa, quien considera irónico que hayan llegado a ser llamadas "películas de seguridad"). 

El mismo artículo, cita testimonios del Dr. Scott Norville, director del Texas Tech's Glass Research Center, reconocido como "the world's leading resercher ofblast effects on glass" (" ... el más grande investigador del mundo sobre efectos de explosiones en vidrios ''), y del señor Milt Smith, ingeniero licenciado en explosivos, profesor del Texas Tech. El primero dice: "There isn 't a credible glass testing lab in the country that could substantiate the claim of the P ET jilm industry that their product strengthens glass," Norville states (Traducción: No existe ningún laboratorio confiable en los Estados Unidos, que respalde la afirmación de la industria fabricante de películas adhesivas PET, (polietileno teraftalato), de que sus productos fortalecen los vidrios, puntualiza el señor Norville ''). 

El mismo Massa, asesor de Norment, en su reporte sobre la propuesta AGP-Norment, refiriéndose al poder de las cargas explosivas de referencia y a la supuesta resistencia de cristales con películas adhesivas analizados, afirma textualmente: (..) (Traducción: "Estas cargas son muy severas para cristal normal y para cristal con películas adhesivas. En la mayoría de casos, estos diseños, aun con piezas de cristal relativamente grueso, del más fuerte tratamiento térmico, calidad FT, se vencerían y estallarían ante las cargas explosivas elegidas. En esencia, todas las piezas de cristal abandonarían sus marcos y el interior del edificio no solamente quedaría desprotegido, sino expuesto a la proyección y entrada de fragmentos de vidrio que causarían heridas a los ocupantes". 

4.- Sobre la inclusión de tales películas en su oferta, respondió el gerente Carrillo a las observaciones del Comité de Obra, en oficio del 1 ° de noviembre de 1995, que se explica por sí solo, según se deduce de la siguiente transcripción textual: "2. Que el film Spallshield de Dupont de 0,9 mm de espesor solo cumple con las características balísticas, pero no con las anti explosivas. En efecto, en las pruebas de simulación del MATH-CAD no se tomaron en cuenta las antiexplosivas, va que los vidrios laminados por sí solos, son lo suficientemente resistentes a dichas pruebas, es decir, cumplen ampliamente con las especificaciones técnicas exigidas por el comité de Obra". 

5.- Tratándose de observaciones técnicas, esta afirmación, tan optimista como subjetiva, es inaceptable, pues las calidades de resistencia de cualquier material de seguridad, especialmente de aquellos de los que depende la seguridad de la vida humana, deben ser demostradas con pruebas técnicas homologadas, procedentes de laboratorios o fuentes especializadas y no simplemente con afirmaciones de buena fe de sus comercializadores. El mismo representante de Norment de Colombia reconoce en ese oficio que las condiciones de resistencia anti explosiva de su producto "no se tomaron en cuenta" en las pruebas computarizadas Math-CAD, realizadas por Massa, con lo cual reconoce claramente que el certificado con el que supuestamente se respaldan las calidades del producto ofrecido, está incompleto. 

6.- CONCLUSIÓN: Por recomendación previa de Ronald Massa, asesor de Norment de Colombia, y conceptos de otras autoridades en la materia, los vidrios con películas adhesivas son inadecuados para las necesidades de protección del Palacio de Justicia de Bogotá, sometido a riesgos de "mega" explosiones terroristas, como las del edificio del DAS en Bogotá en diciembre de 1989 y las de Oklahoma City en abril de 1995. Esta interpretación se basa en la lectura del informe de prueba de simulación computarizada, realizada por R. Massa. Igualmente, las condiciones anti explosivas de las películas adhesivas "no fueron tomadas en cuenta" en las pruebas de R. Massa, según lo advierte el gerente Carrillo, de Norment de Colombia, en el oficio citado. 

CARACTERÍSTICAS DEL CERTIFICADO EXPEDIDO POR RONALD MASSA, EXPERTO DE NORMENT, SOBRE CAPACIDAD ANTIEXPLOSIV A 

Finalmente, se aclara que el certificado de Norment de Colombia, expedido por R. Massa adolece de carencias y limitaciones importantes, pues sus conclusiones se refirieren exclusivamente, y en forma incompleta, a los tres (3) niveles de la propuesta AGP-Norment y no se refieren, en manera alguna a las opciones Viracom-Norment N° 1 y Viracom-Norment N° 2, según consta en el documento en idioma inglés. Por cierto, es necesario aclarar que en los términos de referencia se exigía el uso del idioma castellano, en la documentación de las ofertas, otra condición formal incumplida por el proponente. NOTA: se afirma que en "forma incompleta ", pues, tal como lo aclara el gerente de Norment, en el certificado expedido por R. Massa, reconocida autoridad en el tema, no se tomaron en cuenta las condiciones de resistencia anti explosiva de la película adhesiva, parte importante de la propuesta Norment-AGP, ni se incluyeron las condiciones y capacidades de las otras dos (2) opciones Viracom-Norment. 

CONCLUSIONES GENERALES: 

COMO QUEDA CLARAMENTE EXPUESTO EN LOS PUNTOS ANTERIORES, LAS TRES (3) OPCIONES PRESENTADAS POR NORMENT DE COLOMBIA SE APARTARON, EN DIFERENTES ASPECTOS Y PROPORCIONES, DE LAS CONDICIONES TÉCNICAS EXIGIDAS EN LOS TERMINOS DE REFERENCIA, CONOCIDOS PREVIAMENTE POR TODOS LOS INVITADOS A COTIZAR. 

LO ANTERIOR, PERMITE SUPONER QUE LAS TRES (3) PROPUESTAS DE NORMENT DE COLOMBIA PARA VENTANERIA BLINDADA DEL PALACIO DE JUSTICIA DE BOGOTÁ, PRESENTADAS EN LA INVITACIÓN PRIVADA A COTIZAR, PROBABLEMENTE SE ELIMINARON A SI MISMAS DEBIDO A SUS PROPIAS DEBILIDADES TÉCNICAS, SIN NECESIDAD DE QUE NADIE LAS DESCALIFICARA, COMPETENCIA QUE DE TODAS MANERAS FUE SIEMPRE EXCLUSIVA DEL COMITÉ DE OBRA, DEL CUAL NO FORMA PARTE EL SUSCRITO ASESOR DE SEGURIDAD DE LA RAMA JUDICIAL” (negrillas y subrayas fuera de texto, fls. 258-263 cuaderno 3).
En el expediente también obra la declaración del señor Alfredo González Sterling, trabajador de la empresa Laurel RSM Ltda., quien dio cuenta de haber elaborado un informe de evaluación de las ofertas presentadas dentro de la invitación privada, adelantada por el administrador delegado Jairo González Arévalo, en el marco del contrato de obra pública n.º 003 de 1993, suscrito con el Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia, cedido al Consejo Superior de la Judicatura. Sostuvo que las ofertas mejor calificadas eran las presentadas por Norment, Insulgard y Trading; empero el comité de obra no estuvo de acuerdo con la evaluación, por razones técnicas. Anotó que el informe fue elaborado por el asesor Robert Smith, quien “(..) estableció las variables y factores de calificación, acorde con su conocimiento, estas variables incluían la calidad de la presentación de la oferta, el cumplimiento de las especificaciones requeridas. Las certificaciones sobre pruebas técnicas y de laboratorio, los sistemas de anclaje, los planos y detalles de cada propuesta, el costo de las mismas y con estos y otros factores se estableció una relación costo beneficio para calificar las mismas” (negrillas fuera de texto, fls. 331-334 cuaderno 2).

El señor Carlos Salazar, director general de la obra del Palacio de Justicia, afirmó que integró el comité de obra que adelantó el proceso de selección y, luego de realizada la evaluación de las ofertas, la mejor era la presentada por Insulgar Corporation, “(..) debido a que cumplía con la mayoría de los requisitos exigidos y que así garantizaría tener un sistema de ventanería que protegiera la vida de los ocupantes del edificio”. Anotó que “(..) las otras ofertas no cumplían en muchos de los requisitos exigidos tanto técnicamente como sus soportes en cuanto a pruebas de explosivos, punto fundamental que los podría llevar a tener un diseño apropiado”. Dio cuenta de que el comité de obra no tuvo en cuenta el informe del asesor técnico Laurel RS. Ltda. por incongruencias en sus conclusiones y “tampoco estaban de acuerdo con los estudios ni recomendaciones efectuados por el Coronel Álvarez”. Sostuvo que la propuesta presentada por Norment era la más costosa y no cumplía con la prueba antiexplosiva y los diseños y esquemas “no ofrecía para el comité ninguna garantía tanto para la construcción como para su funcionalidad en el caso de explosiones y finamente desconocer soluciones arquitectónicas” (negrillas fuera de texto, fls. 335-339 cuaderno 2).

El señor Clímaco Rodríguez, residente de la interventoría, afirmó que la propuesta presentada por Insulgar Corporation “era la única que cumplió con lo especificado por la prueba antiexplosiva”. Sostuvo que la oferta de Norment “(..) técnicamente era incompleta, no se pudo evaluar adecuadamente el diseño del sistema de ventanería por falta de información en la propuesta, la prueba antiexplosiva fue incompleta. A pesar que se establecían unos espesores de vidrio para cada nivel de seguridad, la oferta de Norment en 2 de los 3 niveles de seguridad ofrecieron espesores menos que no cumplen con la norma” (negrillas fuera de texto, fls. 344-350 cuaderno 2).

Por último, en el plenario reposa la declaración del representante legal de Norment de Colombia Ltda., quien afirmó que el objeto social y domicilio principal lo ejerce en este país (fls. 367-368 cuaderno 2).

23. En la actuación también reposa el dictamen pericial, practicado a instancias de la parte actora y rendido por dos peritos economista y contador, con el objeto de realizar la evaluación de las ofertas a la luz de los pliegos de condiciones de la invitación privada y establecer los perjuicios causados por la utilidad dejada de percibir y la pérdida de oportunidad por la no adjudicación del contrato.

Los peritos dieron cuenta de haber consultado la información que reposa en la actuación y de haber acudido a las oficinas de la parte actora, quien le suministró copia de la demanda, contestación, propuestas de Norment, Insulgar, Trading y Solar Control, así como de las evaluaciones técnicas realizadas por el asesor de la Rama Judicial, Laurel RMS Ltda. y el Comité de Obra.

Analizadas las evaluaciones, los peritos establecieron:

“Teniendo en cuenta que en el pliego de condiciones o términos de referencia no se indicó en forma clara y precisa cuál iba a ser el procedimiento a seguir para evaluar todas y cada una de las propuestas, llama la atención cómo a última hora se establece un puntaje total de 1000 puntos, para con base en ellos tomar la decisión de adjudicar el contrato de suministro, instalación, acabado y pruebas de los vidrios de seguridad y sistema de ventanería del Palacio de Justicia, privando de esta forma a los proponentes de una información valiosísima al momento de preparar y presentar sus ofertas, pues al reconocer este sistema de evaluación pasaron por alto información adicional que perfectamente hubieran podido aportar y que por no hacerlo les restó puntaje. Además tampoco se tuvo en cuenta la evaluación técnica hecha por la firma Laurel RMS Ltda. contratada específicamente para ello”.

En cuanto a la evaluación de los anclajes y el diseño estructural para la construcción, los peritos señalaron:

“Respecto a la evaluación del diseño estructural de marcos-anclajes-construcción, el comité de obra en su informe a folio 015 hace la siguiente anotación con respecto a la firma Insulgard: “Está sin solucionar el sistema de ventilación de la ventana V-3”. Pese a ello le asigna el puntaje máximo establecido: 90 puntos. Vale la pena señalar sin nos ceñimos estrictamente a lo que significa asignar el puntaje máximo a alguno que se está evaluando, quiere decir que todo está perfectamente resuelto y no adolece de ninguna falla. Esto nos lleva a concluir que no se le ha debido asignar el puntaje máximo.

En este mismo punto con respecto a la evaluación de la firma Norment, a folio 016 del informe del comité de obra se lee: “La oferta solo presenta un detalle constructivo para vidrios de nivel 3, correspondiente a uno de los perfiles verticales de la ventana V-3. Este elemento representa el 10% del total de la ventanería. Repite el mismo detalla para vidrios de niveles 1 y 2, los que no son aplicables”.

Al afirmar los señores del comité de obra que la firma Norment repite el mismo detalle constructivo para los vidrios de niveles 1 y 2, se está contradiciendo al sostener que únicamente la sociedad demandante aportó el detalle constructivo del nivel 3, cuando efectivamente aportó los detalles de los tres niveles.

Estos detalles, incluidos en el numeral 7 de la “Sección II-Del Suministro”, de acuerdo al índice de la oferta, tienen además una amplia explicación y soporte técnico en el texto denominado “Consideraciones Generales del Diseño”, contenidos en los folios números 081 y 082 de la propuesta, que tampoco fueron tenido en cuenta en el análisis del comité de obra.

Con base en lo expuesto, llama la atención cómo el comité de obra calificó este ítem con un puntaje de cero a la firma Norment de Colombia cuando en el real saber y entender de cualquier persona el cero significa que no se aportó nada. Sobre este aspecto en la evaluación que hizo la firma Lauren RMS respecto de los marcos y accesorios que presentó Norment dijo “diseño del marco muy bueno. Borde en bronce muy bueno. Soporte físico-tornillería muy bueno. Anclajes: muy bueno”. No se entiende cómo si para una firma como Laurel RMS los marcos, accesorios, bordes y anclajes eran muy bueno, para el comité de obra no significaron absolutamente nada”.
En relación con la evaluación del diseño arquitectónico, los peritos establecieron que la calificación del comité fue de cero, empero la propuesta presentada por Norment realizó aportes de diseño, herrajes y batientes, tal y como fue señalado en los pliegos de condiciones.

En lo atinente a la prueba antiexplosiva, aspecto esencial en la calificación, los peritos señalaron:

“Con respecto a la calificación presentada asignada a la prueba antiexplosiva a las formas Norment y Trading, en el informe del comité de obra a folio 022 se dice: “Tal como se manifestó en los comentarios a la calificación del diseño del vidrio los dos proponentes solo cumplen la prueba para el nivel 1 de seguridad: calificación: 40 puntos”.

En la propuesta presentada por Norment-AGP aparece adjunto el informe preparado por el Dr. Ronald J. Massa de septiembre 7 de 1995
, en inglés, con su correspondiente traducción al español, en el cual se explica ampliamente el resultado del análisis y revisión, hechos por la firma Lorron Corporation a las tres diferentes construcciones de vidrio que envió AGP. En uno de sus apartes el Dr. Ronald J Massa sostiene: “Los diseños propuestos por AGP para las composiciones de vidrio y sus marcos poseen varias características que les permitiría sobrevivir a una explosión y permanecer en sus marcos para proteger el interior del edificio y a sus ocupantes” (anexo 8).

Basándonos en los términos de referencia de la invitación privada 02 de 1994 creemos que debido a la falta de precisión de las exigencias, respecto a las certificaciones (auténticas o no) de las diferentes pruebas que los proponentes debían adjuntar, no se debió desconocer el informe de la firma Lorron Corporation, sobre la prueba antiexplosiva aportada por Norment, la cual era muy clara respecto a la calidad antibalística y antiexplosiva de los tres niveles de vidrios analizados”.
En cuanto a la experiencia en obras ejecutadas, los peritos determinaron que, por parte de claridad en los pliegos de condiciones, el comité de obra solo calificó parte de la experiencia acreditada por Norment. Al respecto, se destaca:

“El Comité de Obra en su evaluación de las ofertas hace la siguiente consideración para la evaluación de la experiencia de los proponentes: “La obra del palacio de justicia tiene 2.500 metros cuadrados de ventanería. El comité tomó como referencia para la calificación un metraje igual o similar para adjudicar el máximo puntaje (90 puntos).

Insulgar Corporation recibió 90 puntos con base en la certificación presentada de la instalación de 8.826 metros cuadrados de vidrio antirrobo, no antiexplosivos para el Bank of América.

A la firma Norment no le aceptaron certificación expedida por Petróleos del Perú, correspondiente al suministro e instalación de 8.075 metros cuadrados de cristales de seguridad para la sede de esta empresa en la ciudad de San Isidro. Solo se consideró el sistema de ventanería instalalado (1.505 metros cuadrados), en el edificio de la embajada del Reino de Arabia Saudita en Washington D.C., recibiendo apenas 55 puntos de calificación. Este desequilibrio es resultado de la falta de claridad en los términos de referencia de la invitación a cotizar y a los caprichosos parámetros que a posteriori aplicó el comité de obra, afectando la calificación de Norment de Colombia Ltda.”
Por último, en cuanto a la evaluación del precio, los peritos pusieron de presente la calificación irregular de la propuesta de Norment de Colombia Ltda., comoquiera que el comité de obra de forma unilateral modificó el valor de la oferta, dando lugar a la pérdida de puntaje. Al respecto, sostuvieron:

“En la propuesta Norment presentaba tres alternativas identificadas así:

Norment AGP vidrio con cámara de aire: $4.326.858.483

Norment Viracon con cámara de aire y policarbonato: $4.972.075.910

Norment Viracon vidrio y policarbonato sin cámara: $4.972.075.910

De acuerdo a la comunicación de Norment en respuesta a la solicitud que vía fax le hiciera la firma Laurel RMS Ltda. para que se sirviera ratificar o aclarar el precio final ofrecido, ellos responden con fecha mayo 14 de 1996, diciendo que mantienen los valores y las condiciones de pago y que la tasa representativa del dólar era de $957, mientras no ocurran hechos o circunstancias que modifiquen el equilibrio de la ecuación económica y las condiciones técnicas de la oferta.

Más tarde en comunicación de 30 de julio de 1996 (anexo 9), en el penúltimo párrafo Norment responde nuevamente a la firma Laurel RMS Ltda. lo siguiente: “Finalmente y con relación  a nuestra conversación del pasado 14 de mayo, les ratificamos que para efecto de la evaluación de los costos de nuestra oferta nos mantenemos en un cambio de $957 por dólar, tal como lo afirmamos en dicha carta”.

Lo expresado anteriormente nos lleva a concluir que si bien en un principio Norment de Colombia argumentó que la tasa de cambio de su propuesta era de $957 por dólar, siempre y cuando los hechos y las circunstancias no modificaran el equilibrio de la ecuación económica, lo que daba pie para pensar que este precio se debía reajustar debido al incremento en la tasa de cambio del dólar que iba en aumento, también es cierto que el gerente de Norment en comunicación del 30 de julio de 1996 dirigida a la firma Laurel RMS Ltda., nuevamente les ratificó que el tiempo de cambio por cada dólar era de $957, para efectos de la evaluación de los costos de la propuesta, es decir mantenían el precio de la propuesta inicial de septiembre de 1995.

No obstante las consideraciones anteriores, el comité de obra ajustó el tipo de cambio de $957 por un dólar a $1.038,27, incrementando así de manera unilateral e inconsulta el precio de la propuesta de Norment de Colombia, perjudicándola al momento de calificar y asignarle el puntaje correspondiente.

El nuevo valor base para la calificación quedó así:

$4.972.075.910/957 = US$5.195.482

US$5.195.482 x $1.038,27 = $5.394.313.096

Con un incremento del 8.49% respecto al precio de la oferta inicial Normen-Viracon.

El puntaje otorgado por el comité de obra con base en este precio fue:

Solar Control: 170 puntos

Norment: 170 puntos

Trading: 205 puntos

Insulgard: 205 puntos

El puntaje correcto sin el ajuste del precio a la oferta de Norment, calculado utilizando los mismos parámetros aplicados por el comité de obra (desviación porcentual) debió ser:

Solar Control: $2.843.326.020

Norment: $4.972.075.910

Trading: $3.399.168.974

Insulgar: $4.872.343.816

Total: $16.086.914.720

Promedio: $4.021.728.680

Desviación porcentual Solar Control: 29.30%

Desviación porcentual Norment: 23.63%

Desviación porcentual Trading: 15.48%

Desviación porcentual Insulgar: 21.15%

Puntaje Solar Control: 177 puntos

Puntaje Norment: 191 puntos

Puntaje Tradign: 211 puntos

Puntaje Insulgar: 197 puntos

La modificación hecha por el comité de obra al precio de la oferta de Norment significó una pérdida de 21 puntos de calificación, equivalente a una desmejora del 8.4% en este capítulo de la evaluación.

Finalmente, el 28 de agosto de 1996, el comité de obra presentó a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, el informe con la evaluación adelantada a cada una de las cuatro propuestas preseleccionadas, recomendando la adjudicación de la fabricación, suministro e instalación del sistema integral de ventanería blindada para el edificio del Palacio de Justicia a la firma Insulgar Corporation” (negrillas fuera de texto).
Los peritos determinaron que la utilidad dejada de percibir por Norment de Colombia Ltda. fue de $742 100 883, comoquiera que en la propuesta se estableció un AIU de i) administración del 12%, equivalente a la suma de $45 260 529; ii) imprevistos del 2%, equivalente a la suma de $74 210 088 y iii) utilidad del 20%, presentada en la cantidad de $742 100 883. 

Los peritos actualizaron dicha suma, arrojando como resultado $1 179 940 404.

En cuanto al daño emergente, los expertos no encontraron acreditado valor alguno y por lucro cesante liquidaron los intereses sobre el valor de la utilidad, a la tasa del 6% anual, lo que equivalió a la suma de $1 423 956 572. Por último, se abstuvieron de determinar el valor causado por pérdida de oportunidad, comoquiera que “fue imposible demostrar las alternativas de inversión” (cuaderno 7).

2.4. Análisis del caso 

2.4.1 Nulidad procesal saneada

En la alzada, la parte actora pone de presente que el Tribunal dejó de practicar la prueba pericial solicitada con la adición de la demanda, la cual tenía por objeto demostrar que era la mejor oferta, cerró el periodo probatorio, corrió traslado para alegar de conclusión y dictó sentencia, incurriendo en una nulidad procesal (fls. 647, 654-665 cuaderno principal).

Al respecto, la Sala no encuentra fundada la solicitud, comoquiera que en la actuación está demostrado que el a quo decretó la prueba pericial (fls. 198 y 199 cuaderno 1) y la misma reposa en el expediente, practicada a instancias de la parte actora y rendido por dos peritos, uno economista y otro contador, con el objeto de realizar la evaluación de las ofertas a la luz de los pliegos de condiciones de la invitación privada y establecer los perjuicios causados a la sociedad Norment de Colombia Ltda. por la utilidad dejada de percibir y la pérdida de oportunidad por la no adjudicación del contrato. De ello da cuenta la experticia que obra en el cuaderno 7, cuyo contenido fue referenciado al detalle en el numeral 23 de los hechos probados. 

2.4.2 Falta de competencia para expedir el acto de adjudicación en el sub lite

La parte actora alega que el acto de adjudicación está viciado de nulidad por expedición irregular y violación al derecho de audiencia y defensa; falta de competencia; falsa y falta motivación. También desconoció el derecho de igualdad y los principios de imparcialidad y moralidad. Aduce, además, “responsabilidad directa de la administración pública” por las actuaciones del administrador delegado, integrante del comité e “imposibilidad de allegar, como anexo a la demanda, copia del acto acusado y de otros documentos de importancia para el proceso”, debido a la renuencia de la demandada.

Expedición irregular del acto y violación al derecho de audiencia y defensa, comoquiera que “(..) para determinar la suma correspondiente al precio de la oferta de mi representada en pesos colombianos, las autoridades encargadas de evaluar, comparar y calificar las ofertas, así como las responsables de adjudicar, decidieron alterar, de manera abusiva, unilateral, arbitraria e ilegal el monto de la tasa de cambio y así a su manera sin escuchar siquiera la opinión del oferente interesado, incrementaron significativamente el monto de su propuesta, todo con el único propósito de descalificar o lo que es lo mismo no adjudicarle a la oferta de Norment de Colombia Ltda.”. 

La actora aduce, además, que “(..) los estudios y evaluaciones comparativas de las propuestas no se dio jamás traslado a los oferentes interesados para que pudieran formular sus comentarios, observaciones, críticas, sugerencias y/o argumentos”.

Falta de competencia, toda vez que quien adjudicó el contrato fue el comité de obra, no el representante o jefe de la entidad, en claro desconocimiento de lo previsto en el artículo 26 de la Ley 80 de 1993.

Falta y falsa motivación, pues, si bien la actora no conoció el contenido del acto, en la medida en que la entidad negó la expedición de la copia respectiva, no obstante haberle comunicado la decisión, alega que “todo parece indicar” que la misma no da cuenta de las razones que la soportan ni de la realidad de lo acontecido.
En cuanto al desconocimiento del derecho de igualdad y los principios de imparcialidad y moralidad, la parte actora alega que la selección de la oferta finalmente escogida se realizó sin estricta sujeción a las reglas, criterios y ponderaciones previamente consagrados en los correspondientes términos de referencia.
Lo anterior, según su versión, en desmedro de los intereses de la demandante, pues en la evaluación financiera le fue aplicada una tasa de cambio diferente a la presentada con la oferta, razón por la cual resultó más costosa que las demás. 

Por último, la parte actora sostiene que el proceso de selección correspondiente a la contratación del Sistema Integral de Ventanería Blindada para el Palacio de Justicia de Bogotá fue adelantado y dirigido por el Consejo Superior de la Judicatura, responsable directo de la contratación (fls. 90-105 cuaderno 1).

El acto administrativo entendido como manifestación de la voluntad de la administración con miras a producir efectos jurídicos, goza de presunción de legalidad y conformidad con el ordenamiento jurídico en todos sus aspectos, lo que se traduce en entender que fue expedido en el ejercicio de competencias previamente conferidas, sujeto a las normas constitucionales y legales que rigen la materia, fundado en el cumplimiento de las funciones previstas en la ley y conforme con la realización de los fines institucionales de que se trata. 

De esta forma, el inciso segundo del artículo 4º de la Constitución Política establece que “Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades”. Así mismo, el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo
 prevé que “Salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo”.

Partiendo de lo expuesto, puede afirmarse que, salvo que se demuestre lo contrario, las actuaciones de la administración responden a las reglas y respetan las normas que enmarcan su ejercicio, presunción necesaria para su exigibilidad e inmediata aplicación y que impone a quien pretende controvertirla la carga de desvirtuar la validez que las acompaña, como sucede en el sub lite, pues corresponde a la parte actora que lo plantea demostrar el cargo de falsa motivación.

Dispone el artículo 84 del C.C.A. que toda persona podrá solicitar, por sí o por medio de representante, que se declare la nulidad de las decisiones de la administración “(..) cuando hayan sido expedidos por funcionarios u organismos incompetentes, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencias y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias del funcionario o corporación que los profirió”.

Del análisis de las pruebas que reposan en la actuación, la Sala considera que –como pasa a explicarse- la parte actora demostró el cargo de ilegalidad de falta de competencia. 

La jurisprudencia de la Sección ha considerado que el vicio de incompetencia es de tal gravedad, que incluso puede dar lugar a la declaratoria oficiosa de nulidad de los actos, evidentemente afectados con dicha irregularidad. Sobre el punto, se ha dicho:  

“(..) la Corte Constitucional al referirse a este aspecto de la actuación de las autoridades estatales, ha manifestado que no se trata de una formalidad de la misma, sino de un elemento sustancial, ya que se trata de “un presupuesto esencial de validez de los actos que el funcionario cumple, como la capacidad es un requisito de validez de los actos jurídicos de derecho privado. // Asimilar ese requisito a la forma es incurrir en una confusión inadmisible, puesto que a ésa sólo puede acceder el sujeto calificado (competente o capaz, según el caso) para verter en ella el contenido que de ese modo cobra significación jurídica.”

De otro lado, la competencia de las autoridades estatales es un aspecto que se encuentra  regulado por normas imperativas de “orden público”
, el cual constituye el “Conjunto de condiciones fundamentales de vida social instituidas en una comunidad jurídica, las cuales, por afectar centralmente a la organización de ésta, no pueden ser alteradas por la voluntad de los individuos ni, en su caso, por la aplicación de normas extranjeras”
; así mismo, constituye el primero y más importante requisito de validez de la actividad administrativa, siendo la incompetencia la regla general, mientras que la competencia es la excepción, ya que se restringe a la que de manera expresa les otorga el ordenamiento jurídico a las distintas autoridades, lo que se explica si se tiene en cuenta que “la incompetencia está entronizada en beneficio de los intereses generales de los administrados contra los posibles abusos o excesos de poder de parte de los gobernantes; por esta razón, el vicio de incompetencia no puede sanearse”
. 
Inclusive, dada la gravedad que representa la ausencia de este requisito en la expedición de los actos administrativos, la Sala, al igual que la doctrina
, ha considerado que “...por tratarse del cargo de incompetencia (...) que constituye el vicio más grave de todas las formas de ilegalidad en que puede incurrir el acto administrativo y por el carácter de orden público que revisten las reglas sobre competencia (arts. 121 y 122 Constitución Política), es posible su examen en forma oficiosa por el juzgador”
.

Con lo anterior, no se trata de desconocer el principio de jurisdicción rogada que distingue a la contencioso administrativa, sino de admitir que existen algunos eventos en los cuales tal característica debe ceder, en virtud de los más altos valores que se hallan en juego y que le corresponde defender al juez contencioso administrativo, como también lo ha reconocido la Corte Constitucional en varias ocasiones, por considerar:

En primer lugar, que “...en virtud del principio de la prevalencia del derecho sustancial, no se debe extremar la aplicación de la norma acusada -(se refiere al núm. 4º del art. 137 del CCA, que indica que en toda demanda ante la jurisdicción contencioso administrativa, cuando se trate de la impugnación de un acto administrativo, se deben indicar las normas violadas y explicarse el concepto de su violación), al punto tal que se aplique un rigorismo procesal que atente contra dicho principio”
.

En segundo lugar, que en los casos de violación de derechos fundamentales, es posible suspender provisionalmente los efectos de los actos administrativos, así no se hayan invocado expresamente como fundamento de la suspensión, las respectivas normas
, toda vez que en criterio de este alto tribunal, “...tratándose de derechos fundamentales de aplicación inmediata, el juez administrativo a efecto de asegurar su vigencia y goce efectivos debe aplicar la correspondiente norma constitucional, en forma oficiosa, así la demanda no la haya invocado expresamente”
.
En tercer lugar, también ha estimado la Corte que las normas de la Constitución Política tienen primacía sobre todo el ordenamiento jurídico y por ello, el juez contencioso administrativo está obligado, como todas las autoridades estatales, a aplicar lo estipulado en su artículo 4º, conforme al cual "En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales”, caso en el cual, si advierte la incompatibilidad entre una estipulación constitucional y una norma jurídica general demandada, deberá dar prevalencia a la primera, así no se haya invocado este cargo en la respectiva demanda; y precisamente, respecto del artículo del Código Contencioso Administrativo que estipula el requisito del cual se infiere que ésta es una jurisdicción rogada (ordinal 4º., art. 137) al exigir al demandante la indicación de las normas violadas y el concepto de la violación, la Corte declaró su exequibilidad, “...bajo la condición de que cuando el juez administrativo advierta la violación de un derecho fundamental constitucional de aplicación inmediata, deberá proceder a su protección, aun cuando el actor en la demanda no hubiere cumplido con el requisito de señalar las normas violadas y el concepto de violación. Igualmente, cuando dicho juez advierte incompatibilidad entre la Constitución y una norma jurídica tiene la obligación de aplicar el art. 4 de la Constitución”
. 
Específicamente en materia de contratación estatal, campo de actuación de la Administración en el que las competencias también deben estar específicamente determinadas, ha sido una constante la exigencia del cumplimiento del principio de legalidad en el ámbito de las prerrogativas del Poder Público, a tal punto, que resulta inconcebible el ejercicio de una facultad exorbitante o excepcional que no esté expresamente atribuida por la ley; se trata pues, de facultades regladas que la administración debe ejercer de conformidad con los procedimientos establecidos por el ordenamiento jurídico y respetando los límites impuestos por el mismo”
.

En el presente asunto, la Sala encuentra acreditado que el 29 de agosto de 1996, mediante acta, el comité de obra dejó constancia de haber evaluado nueve ofertas, recibidas el 18 de septiembre de 1995 y resolvió escoger la propuesta presentada por la firma Insulgar Corporation, la cual, según la misma evaluación practicada por el comité, no cumplió con una de las especificaciones técnicas, en lo atinente al sistema de ventilación de la ventana V-3 (fl. 108 cuaderno 2), no obstante obtuvo, por este aspecto, el mayor puntaje. 

Si bien el contenido del acta da cuenta de que el informe y los documentos soportes “fueron presentados a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura durante su reunión de agosto 29, la cual se declaró informada de la actividad desarrollada por el comité de obra y lo autorizó escoger la oferta de Insulgard Corporation, por valor de $4.872.343.816 más IVA”, el acta de sesión extraordinaria de dicha entidad no da cuenta de ello.

En efecto, el mismo día, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura discutió, entre otras cosas, i) la elaboración de listas de candidatos para proveer el cargo de una plaza en la Sala Civil, Laboral y Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Sincelejo; ii) los proyectos de resolución que decidían los recursos de apelación sobre reconocimiento de la Judicatura y iii) los proyectos de acuerdo, por medio de los cuales se estructuran dependencias de la entidad, incorporación a la planta de persona, normas sobre listas de candidatos y vacancias judiciales. Al tiempo, escuchó y recibió el informe de evaluación presentado por el Comité de Obra, en el que se estableció que la mejor propuesta fue la presentada por la firma INSULGARD. De ello da cuenta el acta suscrita por el presidente y secretario de la entidad, en la que simplemente “La Sala dio por recibido el informe rendido y agradeció la presencia de los integrantes del Comité Técnico de la Obra del Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá” (fls. 2-8 cuaderno 3). 

De lo anterior se establece claramente que la decisión de adjudicación provino del comité de obra, mediante acta de 29 de agosto de 1996, suscrita por los representantes del Consejo Superior de la Judicatura –dos arquitectos-, del administrador delegado –un arquitecto y un ingeniero- y de la interventoría –un ingeniero y un arquitecto-.
 Lo anterior fue confirmado con la comunicación de 30 de agosto de 1996, mediante la cual el director general de la obra informó a Norment de Colombia Ltda. que la invitación a cotizar el Sistema de Ventanería Blindada del Palacio de Justicia de Santafé de Bogotá “(..) le fue adjudicada a la firma Insulgar Corporation, en el Comité de Obra No. 144  celebrado el día 29 de agosto de 1996. Sirva esta comunicación para agradecer la atención prestada a la obra del Palacio de Justicia, con la presentación de su cotización, las aclaraciones solicitadas en diversas ocasiones y atendidas oportunamente” (negrillas fuera de texto, fl. 1 cuaderno 2).

Los funcionarios que suscribieron el acta del comité de obra carecen de competencia para adjudicar, pues, si bien dos de ellos representaban al administrador delegado, no ostentaban la representación legal de la sociedad Jairo González Arévalo y Asociados Ltda. y, por ende, no tenían facultad para adjudicar o celebrar el contrato y ii) en los términos del otrosí 3 del contrato de obra n.º 003 de 1993, las obligaciones del comité se circunscribían a “a).- Organizar la obra y definir sus normas de operación y ejecución; b) resolver autónomamente los detalles constructivos; c) aprobar el procedimiento para la realización de las compras, señalamiento de las cuantías que requieren autorización del Fondo y/o interventoría y d) justificar la demora en la ejecución de las obras solamente en los casos previstos por la ley y de conformidad con lo establecido en el Decreto 222 de 1983” (cláusula tercera).

La competencia para adjudicar estaba radicada en el representante legal de la sociedad Jairo González Arévalo y Asociados Ltda., quien, en los términos de lo acordado, representaba los intereses de la entidad pública contratante, esto es del Consejo Superior de la Judicatura, propietaria de la obra y vigilante de la subcontratación, tal y como fue acordado en los literales d y f de la cláusula décima del contrato n.º 003 de 1993, clausulado en el que los contratantes acordaron que el contratista estaba obligado a “d).- Celebrar los subcontratos que en su concepto sean necesarios para realizar la obra, los cuales requerirán la aprobación del coordinador designado por la División Técnica” de la entidad. 

Además, en los términos del otrosí 3 del contrato de obra n.º 003 de 1993, el Fondo y el administrador delegado acordaron que las compras o subcontratos celebrados por este serían bajo su responsabilidad; empero “necesitarán para su reconocimiento la aprobación del Fondo”, entidad que posteriormente cedió el contrato al Consejo Superior de la Judicatura.
Así mismo, en los pliegos de condiciones de la invitación privada n.º 02 de 1994, adelantada por el administrador delegado para contratar el suministro e instalación de la ventanería blindada del Palacio de Justicia, proceso de selección controvertido por la parte actora, se estableció de manera expresa que   “para todos los efectos el Consejo Superior de la Judicatura es el propietario de la obra” (numeral 1.2).

Aunado a lo anterior, la Sala considera, incluso, que el Comité de Obra tampoco estaba facultado para evaluar las ofertas ni mucho menos introducir aspectos de calificación que no estaban contenidos en el pliego, como lo hizo. Cabe anotar que la obligación del comité, prevista en el literal c) del otrosí del contrato de obra, referida a “aprobar el procedimiento para la realización de las compras”, no permite establecerlo. Además, para la evaluación fue contratada la firma Laurel RSM Ltda. 

No obstante, en el evento de que se llegase a dar una interpretación distinta, el Comité solo estaría facultado para recomendar la mejor oferta para los intereses de la entidad pública, propietaria de la obra, no para decidir por ella o por el contratista obligado para tales efectos.

Esto es así porque de evaluación de las propuestas no se desprende la adjudicación del contrato o la existencia de un derecho adquirido. Sobre el particular, la Sala ha reiterado
 que el concepto emitido por el órgano asesor de la entidad, respecto de la evaluación y calificación de las propuestas, no es obligatorio, puesto que la competencia para seleccionar al contratista está radicada en el representante de la entidad o en este caso en el representante legal del administrador delegado, contratado para tales efectos. De modo que, considerar lo contrario, sería limitar indebidamente el ejercicio de esta función legal. Se ha precisado también que, “si la Administración no acoge la propuesta calificada en primer lugar debe explicar las razones que tenga para ello”
, de lo cual se desprende que se trata de una potestad reglada.

Cabe anotar, además, que el informe de evaluación no obliga a quien tiene la competencia para adjudicar, comoquiera que se constituye en un acto de trámite que puede ser corregido, como resultado de las observaciones que presenten los oferentes durante el traslado, lo cual, como ya se vio, se echa de menos. De esta forma lo ha señalado la Sala:

“El informe de evaluación de las propuestas, que generalmente elabora un comité asesor que previamente designa el representante legal de la entidad y que se advierte en los pliegos de condiciones, debe contener la comparación objetiva de las ofertas, con sujeción exclusivamente a los criterios de selección establecidos en los pliegos de condiciones. Se trata de una actuación reglada en la cual las recomendaciones de ese comité deben basarse en los criterios o parámetros previamente definidos por la administración como las bases del proceso. Por consiguiente, el informe de evaluación de las ofertas debe ser motivado con el fin de garantizar el principio de transparencia y de publicidad de la actividad precontractual. 
No obstante que es con el informe de evaluación de las propuestas que la administración da a conocer a los proponentes la calificación que asignó a cada una de las ofertas, de acuerdo con los diferentes factores que fueron objeto de la evaluación, dicho informe no decide la adjudicación ni le confiere al proponente calificado con el mayor puntaje el derecho a exigirla, en tanto, como ya se indicó, los informes de evaluación los elabora un comité asesor o consultor, a quien la ley prohíbe trasladar la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual y la de los procesos de selección, ya que ésta sólo la tiene el jefe o representante de la entidad. Además, esa calificación se puede corregir o modificar cuando la administración encuentre pertinentes y ajustadas a las reglas del proceso las observaciones realizadas por los oferentes”
. 

En tales condiciones, teniendo en cuenta las circunstancias que atrás se precisaron y las pruebas allegadas y practicadas en el proceso, la Sala encuentra acreditado el cargo de falta de competencia para adjudicar el contrato, por lo que habrá de revocar la sentencia impugnada, para, en su lugar, declarar la nulidad del acto demandado.
Cabe precisar que no se requiere analizar otros cargos, comoquiera que el propuesto da lugar a anular la decisión enjuiciada.

2.5 Restablecimiento del derecho

La parte actora solicita que, como consecuencia de la declaratoria de nulidad del acto de adjudicación, se restablezcan, “en su integridad, todos los derechos que, con la expedición del acto demandado, le fueron conculcados a NORMENT DE COLOMBIA LTDA., así como ordenar la reparación de todas las lesiones o perjuicios que le produjo el acto que ha de ser declarado nulo”, por la privación del derecho a ser adjudicataria, pérdida y costo de oportunidad, gastos por estructuración de oferta y participación en el proceso de selección, actualización e intereses causados.
La jurisprudencia de la Sala
 ha reiterado que en asuntos como el que es objeto de examen, en el cual el demandante pretende la nulidad del acto de adjudicación y como consecuencia de esta declaratoria, el reconocimiento de la respectiva indemnización, por considerar que su propuesta era la mejor, le corresponderá, si quiere salir avante en sus pretensiones, cumplir una doble carga procesal, de una parte, demostrar que el acto efectivamente lesionó normas superiores del ordenamiento jurídico y de otra, probar que efectivamente su propuesta era la mejor y más conveniente, en términos del servicio público, para la administración. 
A continuación se trascriben algunos apartes de las orientaciones dadas por la Sala en este sentido: 

“(..) el éxito de la prosperidad de la pretensión de nulidad del acto de adjudicación, depende fundamentalmente, del acreditamiento del vicio de ilegalidad de este y de la prueba que permita inferir que la propuesta del demandante, estaba emplazada y merecía ser, de acuerdo con los criterios objetivos de selección, la adjudicataria, por cumplir con todos los requisitos de el pliego de condiciones, que para el efecto se consideran ley del procedimiento de selección (..).

(..) pese al evento de aplicar los criterios y adicionar los puntos en la calificación del proceso de selección con la perspectiva que define el demandante, ello no comporta que ascienda al primer lugar en el orden de elegibilidad y mérito y, por ende, que resulte ser la mejor y más ventajosa de las propuestas presentadas en la licitación pública que se estudia. En suma, el demandante no acreditó que su propuesta fuese la más favorable para la administración”
.

A la luz de los lineamientos diseñados por la jurisprudencia de la Sala, correspondía a la parte actora, no solamente, probar los cargos de ilegalidad formulados contra el acto administrativo acusado, sino también, que su propuesta, ajustada en un todo a los requisitos establecidos en el pliego de condiciones, era la mejor entre las presentadas, en los aspectos señalados en el pliego y, así mismo, su condición de acreedor al restablecimiento de su derecho a la adjudicación de la invitación privada n.º 02 de 1994 y, por tanto, beneficiario de la indemnización.

Aunque las razones expuestas son suficientes para declarar la nulidad de los actos administrativos acusados, no sucede igual con la pretensión de restablecimiento, en tanto, a la luz de los lineamientos diseñados por la jurisprudencia de la Sala
, correspondía a la parte actora, no solamente, probar los cargos de ilegalidad formulados contra los actos administrativos acusados, sino también demostrar que su propuesta se ajustaba en un todo a los requisitos establecidos en los términos de referencia y, así mismo, que el ofrecimiento era el mejor para los intereses de la entidad pública. Condicionamientos necesarios para acreditar su derecho a la adjudicación de la invitación privada n.º 02 de 1994 y, por tanto, a la indemnización que se reclama. 

En el sub lite, el demandante demostró la ilegalidad del acto enjuiciado, razón por la cual será declarada la nulidad de la decisión contenida en el acta de 29 de agosto de 1996, pero no probó que su oferta fuera la mejor y la más conveniente para el interés público, en la medida en que no se conocen los términos de todas las ofertas, de ahí que no resulte posible determinar el derecho al restablecimiento. En el expediente obran tan solo parte de la documentación presentada por los proponentes Norment de Colombia Ltda. e Insulgar Corporation, beneficiario de la adjudicación, por lo que no resulta posible adelantar la valoración objetiva que se reclama. 

Si bien la Sala ha admitido la posibilidad de establecer la mejor oferta fundada en la libre apreciación del juez frente a la experticia acompañada al proceso e inclusive del informe de evaluación, por lo que no comporta un requisito indispensable su acompañamiento para considerar satisfecho el requisito probatorio
. No obstante, la Sala no se puede pasar por alto que en la actuación no está acreditado que la demandante haya cumplido con todas las exigencias del pliego de condiciones.

En ninguno de los tres informes la firma Norment de Colombia Ltda. ocupó el primer lugar de elegibilidad u obtuvo el mayor puntaje en la calificación. Si bien los evaluadores destacaron algunos aspectos de la propuesta, al tiempo repararon en aspectos técnicos necesarios para la contratación, tales como el material ofrecido –policarbonato- y el espesor de los vidrios.

En cuanto a las pruebas técnicas, las evaluaciones no son del todo claras, comoquiera que, si bien los pliegos exigían su realización, no establecieron la forma como debía acreditarse. Además, de conformidad con las pruebas que obran en el expediente, todo parece indicar que la sociedad Norment de Colombia Ltda. cumplió con la prueba bajo la forma computarizada, metodología aceptada por algunos evaluadores y rechazada por otros.

Si bien en la actuación reposa un dictamen pericial, la Sala encuentra que el mismo parte de que la propuesta presentada por la sociedad actora cumplió con todas las especificaciones técnicas exigidas en el pliego de condiciones de la invitación privada n.º 02 de 1994, sin que ello se hubiese acreditado en el plenario, pues los informes de evaluación dan cuenta del cumplimiento parcial de la oferta, sin desconocer, además, que su propuesta fue una de las más costosas. Informes estos que la actora no controvirtió como era de esperarse, para sacar adelante sus pretensiones de restablecimiento.

De esta forma, no siendo posible determinar el mejor derecho de los demandantes, tampoco resulta factible ordenar el restablecimiento.
Sobre el particular, la jurisprudencia de esta Corporación tiene señalado:

“La Sociedad demandante pide declarar que tenía derecho a ser preferida en la adjudicación y, por virtud de ello, que se le reconozcan los ´perjuicios de todo orden, materiales y morales - debidamente actualizados, comprometiendo el daño emergente y el lucro cesante...´, causados con la expedición del acto administrativo impugnado. 

(..)

Sin embargo, como lo anota el Tribunal y el Ministerio Público, no hay prueba de que la propuesta de la sociedad demandante hubiese sido mejor, y que, por lo mismo, le correspondía ser preferida en la adjudicación”
.

Y, en oportunidad reciente, también señaló la Sección:

“A la luz de los lineamientos diseñados por la jurisprudencia de la Sala, correspondía a la parte actora, no solamente, probar los cargos de ilegalidad formulados contra el acto administrativo acusado, sino también, estaba en el deber de demostrar, que su propuesta se ajustaba en un todo a los requisitos establecidos en el pliego de condiciones; que era la mejor en sus aspectos técnicos y financieros y que era las más (sic) conveniente para el interés público, circunstancias que reunidas, lo harían acreedor al derecho de ser el adjudicatario de la Licitación Pública Internacional No. 001 de 1993 y por lo tanto a la indemnización”
.
En el sub exámine la parte demandante, a quien corresponde la carga de la prueba, se limitó a hacer afirmaciones encaminadas a desvirtuar la validez de la oferta presentada por el adjudicatario de la licitación, pero no desplegó la actividad probatoria requerida para demostrar que su oferta era la mejor, desatendiendo con ello lo prescrito por el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, según el cual, incumbe a las partes probar los supuestos de hecho.

De esta forma, no siendo posible determinar el mejor derecho de la sociedad accionante, tampoco resulta factible ordenar la indemnización por la no adjudicación.

En consecuencia, la Sala revocará la decisión, en cuanto se declarará la nulidad del acto de adjudicación demandado, pero se negará el restablecimiento, como quedó explicado
.

Sin condena en costas por no aparecer causadas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”

F A L L A

REVOCAR la sentencia de 14 de octubre de 2004, proferida por la Sala de Descongestión de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca para, en su lugar, disponer:

PRIMERO.- DECLARAR LA NULIDAD de la decisión contenida en el acta de 29 de agosto de 1996, por medio del cual el comité de obra contratado por el administrador delegado del Consejo Superior de la Judicatura adjudicó la invitación privada n.º 02 de 1994 a la firma Insulgar Corporation.

SEGUNDO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda.
En firme esta providencia, REMÍTASE la actuación al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrado

 STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
Presidenta de la Subsección
RAMIRO PAZOS GUERRERO

Magistrado
� Mediante proveído de 30 de octubre de 2001, el a quo ordenó la vinculación de la firma Insulgard Corporation, adjudicataria del contrato, quien compareció al proceso mediante curador ad litem (fl. 511).


� La parte actora corrigió la demanda y presentó nuevo escrito que reemplazó en su integridad el libelo inicial. 


� Los hechos dan cuenta de que el valor de la propuesta ascendía a la suma de $5 590 737 340,90.





� La alzada se interpuso el 9 de noviembre de 2004.


� El 13 de enero de 1997, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción contractual tuviera vocación de doble instancia era de $13 460 000 -artículos 129 y 132 del C.C.A. subrogados por el Decreto 597/88- y la mayor de las pretensiones de la demanda fue estimada por la parte actora en la suma de $311 547 821,33, por concepto.


� Artículo 23 Decreto 2304 de 1989. El artículo 136 del Código Contencioso Administrativo quedará así:





"Artículo 136. CADUCIDAD DE LAS ACCIONES. La de nulidad absoluta podrá ejercitarse en cualquier tiempo a partir de la expedición del acto.





La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses, contados a partir del día de la publicación, notificación o ejecución del acto, según el caso. Si el demandante es una entidad pública, la caducidad será de dos (2) años. Si se demanda un acto presunto, el término de caducidad será de cuatro (4) meses, contados a partir del día siguiente a aquel en que se configure el silencio negativo.


(..)”.





� Sentencia de 23 de febrero de 2012, M.P. Ruth Stella Correa Palacio, exp. 20810.


� Auto de 7 de junio de 2012, M.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz, exp. 21898.


� El inciso 3 del artículo 52 del C. de P. C. establece: “Podrán intervenir en el proceso como litisconsortes de una parte y con las mismas facultades de ésta, los terceros que sean titulares de una determinada relación sustancial a la cual se extiendan los efectos jurídicos de la sentencia, y que por ello estaban legitimados para demandar o ser demandados en el proceso.”


� Sentencia del 14 de junio de 1971, Gaceta Judicial. CXXXVIII, pág. 389.


� Sala de casación civil, sentencia del 6 de octubre de 1999, radicado  5224. En esta sentencia la Corte rectificó la posición jurisprudencial que tenía en cuanto debía producirse fallo inhibitorio cuando en el trámite de la segunda instancia se encontrara la falta de integración del litisconsorcio necesario de cualquiera de las partes.


� “Artículo 90°. De la definición del contrato de administración delegada. Contratos de administración delegada son aquellos en que el contratista, por cuenta y riesgo del contratante, se encarga de la ejecución del objeto del convenio. El contratista es el único responsable de los subcontratos que celebre” (norma derogada por el artículo 81 de la Ley 80 de 1993). 





� El contrato se adjudicó en el concurso público n.º 001/92. 


� El Consejo Superior de la Judicatura asumió, por cesión, las obligaciones del Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia. De ello dan cuenta las modificaciones del contrato de obra 003 de 1993.


� El 21 de febrero de 1995, Hernando A. Carrillo, Norment de Colombia; José Mannhein, AGP Industries y Deniss A. Flynn, Norment Industries WSA Inc. Constituyeron una unión temporal para presentar oferta dentro de la invitación privada para el suministro e instalación de ventanería blindada en el Palacio de Justicia de Bogotá (fl. 65 cuaderno 2).


� En la actuación reposa parte de los documentos que, al parecer, hicieron parte de las propuestas presentadas por Norment e Insulgar, distribuidos a lo largo de todo el expediente, sin un orden.


� Las sociedades Jairo Guillermo González Arévalo –administrador delegado- y Laurel RMS Ltda. suscribieron el contrato de asesoramiento técnico n.º 096 de 15 de marzo de 1996, con el objeto, en síntesis, de elaborar el diseño del sistema de seguridad integral y brindar asesoría para el estudio de las propuestas presentadas para el sistema de ventanería blindada del Palacio de Justicia (fls. 382-385 cuaderno 1).


� En la actuación reposa el mentado informe a folios 13-17 cuaderno 9. La firma Lorron Corporation da cuenta de que las composiciones de vidrio y diseños de marcos de AGP es de aquellos que cumplen o exceden las especificaciones dadas por el administrador delegado para el sistema de ventanería del Palacio de Justicia.


� Hoy retomado por el artículo 88 de la Ley 1437 de 2011, a cuyo tenor “Los actos administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la jurisdicción de lo contencioso administrativo”.


�  [13] Sentencia C-545 de 1993, M.P. Carlos Gaviria Díaz. Reiterada en Sentencia C-061 del 1º de febrero de 2005. M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa.


� [14] Orden público normativo: “el conjunto de normas positivas absolutamente obligatorias, donde no cabe transigencia ni tolerancia, por afectar a los principios fundamentales de la sociedad, de una institución o de las garantías precisas para su subsistencia…”  (Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Guillermo Cabanellas).


� [15] OSSORIO, Manuel; Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales. Editorial Heliasta. 2002. 28ª ed. actualizada, corregida y aumentada por Guillermo Cabanellas de las Cuevas.


� [16] GIRALDO CASTAÑO; Derecho Administrativo General. Editorial Marín Vieco Ltda.. Medellín, 5ª ed., 1995.  Pg. 59.


� [17] BETANCUR JARAMILLO, Carlos; Derecho Procesal Administrativo Señal Editora, 5ª ed.; pg. 209. Afirma el profesor Betancur, que el carácter de orden público que tienen las normas que atribuyen las competencias funcionales, “...permite su declaratoria oficiosa por el juzgador, aunque el demandante no la haya invocado en apoyo de su petición”. Por su parte, en la doctrina argentina, la incompetencia en razón de la materia es considerada como un “vicio muy grave”, calificación que hace que el acto sea inexistente, lo cual puede ser declarado de oficio en sede judicial (DROMI, Roberto; op. cit., págs. 244 y 245). 


� [18] Sentencia del 11 de mayo de 1999; Expediente 10.196. Actor: Sociedad Brogra Ltda.


� [19] Sentencia C-197 de 1999; M.P.: Antonio Barrera Carbonell.


� [20] Sentencia SU 039 de 1997; M.P.: Antonio Barrera Carbonell. 


� [21] Sentencia C-197 citada.


� [22] Ibídem.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 16 de febrero de 2006, expediente 13414, C.P. Ramiro Saavedra Becerra. Reiteración en sentencia de 14 de junio de 2012, M.P. Danilo Rojas Betancourth, exp. 22223.


� Sentencias proferidas el 24 de agosto de 1990; expediente 5712; el 1º de octubre de 1992, expediente 5780; el 14 de junio de 2001, expediente 13793 y de 11 de marzo de 2004, M.P. Alier Hernández Enríquez, exp. 13355, entre otras.


� Sentencia de 24 de agosto de 1990; expediente 5712.


� Sentencias proferidas el 24 de agosto de 1990; expediente 5712; el 1 de octubre de 1992, expediente 5780; el 14 de junio de 2001, expediente 13793; el 11 de marzo de 2004, M.P. Alier Hernández, exp. 13355, entre otras.


� Ver entre otras, las siguientes sentencias de la Sala: de 4 de junio de 2008, exp. 14169, Actor Consorcio Delgado y Delgado Vélez; de 4 de junio de 2008, exp. 17783, Actor: Javier Alonso Quijano Alomía; de 26 de abril de 2006, exp. 16041; de 19 de septiembre de 1994. exp. 8071. Actor: Consorcio José Vicente Torres y Ricardo Ortigoza González.


� Sentencia Consejo de Estado, Sección Tercera. M.P. Ruth Stella Correa Palacio. exp.: 16041. 26 de abril de 2006.


� Ver entre otras, las siguientes sentencias de la Sala: de 4 de junio de 2008, exp. 14169; de 4 de junio de 2008, exp. 17783; de 26 de abril de 2006, exp. 16041 y de 19 de septiembre de 1994. exp. 8071, Sección Tercera. M.P. Ruth Stella Correa Palacio. Sentencias de 13 de mayo de 1996, exp. 9474, C.P. Juan de Dios Montes Hernández; de enero 29 de 2009, exp. 13206, C.P. Myriam Guerrero de Escobar. Posición reiterada el 4 de febrero de 2010, M.P. Mauricio Fajardo Gómez, exp. 17109. Sentencias de 9 de abril de 2012, exp. 21869 y de 3 de mayo de 2013, exp. 25595, con ponencia de quien proyecta el presente fallo.





�Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección “B”. Sentencia de 5 de abril de 2013. Expediente 20629. M.P. DANILO ROJAS BETANCOURTH


� Consejo de Estado. Sala Contencioso Administrativo. Sección Tercera, Sentencia de 13 de mayo de 1996, exp. 9474, C.P. Juan de Dios Montes Hernández.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de enero 29 de 2009. Exp. 13.206. C.P. Myriam Guerrero de Escobar. Posición reiterada el 4 de febrero de 2010, M.P. Mauricio Fajardo Gómez, exp. 17109.


� En el mismo sentido ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 29 de enero de 2009, exp. 13206, M.P. Miryam Guerrero de Escobar. En similar sentido: Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 9 de marzo de 2011, exp. 15550, M.P. Hernán Andrade Rincón, en su parte resolutiva se consignó: “REVOCAR la sentencia del siete (7) de mayo de 1998, dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca –Sección Tercera– y, en su lugar dispone: // Por las razones expuestas en la parte motiva, DECLARAR la nulidad de la Resolución número 14887 de diciembre 30 de 1993, proferida por el Ministro de Defensa. // Negar las demás pretensiones”. Sentencias de 11 de agosto de 2010, exp. 19056, M.P. Mauricio Fajardo Gómez; de 5 de abril de 2013, exp. 26292 y de 3 de mayo de 2013, exp. 25595, M.P. Stella Conto Díaz del Castillo.





